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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Quiero recordar que en las reuniones siempre se encuentra presente una delegación de la OPP, de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil y de la Contaduría General de la Nación por cualquier consulta que haya que 
formular. Lo digo, sobre todo, para los legisladores que estuvieron presentes ayer, porque me dio la sensación 
de que no sabían a quien recurrir. Por supuesto que el asesoramiento es para todos. 


Damos la bienvenida al señor Presidente de la Corte Electoral, doctor Carlos Urruty; a los señores Ministros, 
doctor Alberto Maschwitz, señor Eduardo Martínez Zimarioff y doctor José Orlando Dacal; a la Directora del 
Departamento de Contaduría, contadora Beatriz Barbato, y al Subdirector de ese Departamento, contador 
Marcelo Rubio. 


En la mañana de hoy vamos a considerar el articulado del Inciso 18, "Corte Electoral", correspondiente al 
Mensaje que el organismo nos remitiera oportunamente. Cedemos la palabra a su Presidente, doctor Urruty. 


SEÑOR URRUTY.- Agradezco al señor Presidente y a la Comisión por la invitación que nos ha 
cursado. Se va a ocupar del articulado propuesto por la Corte Electoral el señor Ministro Maschwitz, 
que es quien preside la Comisión de Presupuesto en la Corte Electoral. Antes de entrar a la 
consideración del articulado -si es que la Comisión está dispuesta a ingresar en una discusión 
particularizada-, me voy a permitir reafirmar algunas expresiones que ya formulé en oportunidad en 
que la Corte Electoral presentara su proyecto de Presupuesto, así como el año anterior, cuando se 
consideró en esta misma Comisión el proyecto de Rendición de Cuentas que formulamos al Poder 
Ejecutivo y, por su intermedio, al Poder Legislativo. 


La Corte Electoral bregó, tanto en el proyecto de Presupuesto como en el de Rendición de Cuentas, para que 
se asignara a su personal un tratamiento similar al que el Gobierno dispensó al Poder Judicial. Si se analiza 
criteriosamente la Constitución de la República, se podrá advertir que en la República Oriental del Uruguay, 
además de un Poder Judicial, existe un Poder Judicial electoral. Si bien del Poder Judicial depende uno de los 
bienes más importantes del ser humano, que es la libertad, del Poder Judicial electoral depende la base 
institucional del país, y les diría, sin exageración, el sistema democrático de Gobierno. Ese Poder Judicial 
electoral, que en 1985 contaba con 1.592 funcionarios, actualmente tiene 924, es decir que desde el retorno a 
la democracia ha perdido la friolera de 670 funcionarios. Esta es la razón por la cual la Corte Electoral ha 
pretendido incentivar al personal, de cuya dedicación y eficacia depende que el sistema electoral uruguayo 
siga siendo un orgullo en Latinoamérica, y el motivo por el cual hemos bregado por la aprobación de estos 
artículos, sobre todo de aquellos que no tienen costo y que constituyen herramientas fundamentales para que 
el organismo pueda desenvolverse, ya que los necesita de manera imprescindible para cumplir con sus 
cometidos. Respecto de aquellos artículos que tienen costo, cuando el señor Ministro Maschwitz haga el 
análisis -si es que la Comisión lo solicita- se ha de ocupar de ellos. Yo quiero referirme específicamente a dos 
artículos que constituyen herramientas sin las cuales la Corte Electoral no puede funcionar. 


Los señores Diputados que han obtenido su banca por el interior de la República saben la importancia que 
tiene que en cada uno de los departamentos haya una cantidad reducida de personal integrando la Oficina 
Electoral Departamental. Ese personal no llega a cargos de jerarquía por casualidad ni por favoritismo 
político; en la Corte Electoral solo se asciende mediante concurso, y para llegar a ser Jefe de una Oficina 
Electoral Departamental se requieren -salvo casos muy excepcionales- no menos de treinta años de actuación 
en el organismo. Estos treinta años de trabajo dan una experiencia que no se obtiene de un día para el otro por 
el hecho de sustituir a uno de esos funcionarios por otro nuevo. El escalafón de sueldos, que seguramente los 
señores Diputados tienen a la vista, les permite comprobar que un Jefe de una Oficina Electoral 
Departamental -que es la máxima jerarquía del organismo electoral dentro del departamento- gana menos que 
un funcionario de servicio de un banco del Estado. 


La Corte Electoral se vio abocada -sobre todo con vistas a la elección de 2004- a paliar la merma de 
funcionarios que se produjo en algunas Oficinas Electorales Departamentales, como fue el caso de las de 
Soriano y Flores. ¿Cómo solucionó este problema- Mediante una facultad de reestructura que le venía siendo 
reconocida en cada uno de los Presupuestos, desde el retorno a la democracia. Por esa vía de reestructura, 
respecto de la cual específicamente se establece que en ningún caso puede dar lugar a la lesión de la carrera 
administrativa, la Corte eliminó cargos en las oficinas centrales para crearlos en las Oficinas Electorales 
Departamentales de Soriano y Flores. 


Esa facultad de reestructura -sin tener noticias de cuál es el motivo- fue eliminada en la sanción del 
Presupuesto, y a pesar de que la Corte trató de recuperarla en la Rendición de Cuentas, no lo logró. Existe 
una norma de carácter general que cualquiera que conozca la Constitución de la República sabe que es 
absolutamente inaplicable a la Corte Electoral. Existe, con carácter general, para la Administración Central y 
para los entes autónomos la posibilidad de obtener la reestructura de sus dependencias mediante el visto 
bueno de la Oficina Nacional del Servicio Civil y la aprobación del Poder Ejecutivo. Esto es absolutamente 
inaplicable a la Corte Electoral, en primer lugar, por el hecho de que la Oficina Nacional del Servicio Civil 
tiene su ámbito de competencia delimitado en la Constitución para la Administración Central y los entes 
autónomos y servicios descentralizados, y de ninguna manera una reestructura de la Corte Electoral puede 
depender de esa Oficina. Además y fundamentalmente, esto no puede aplicarse porque una reestructura de la 
Corte no puede estar dependiendo de un decreto del Poder Ejecutivo. 


Esta facultad de reestructura no tiene costo y es la que permitió a la Corte hacer las elecciones de 2004; de no 
ser reconocida, no sé de qué manera vamos a paliar situaciones que ya se han planteado en algunos 
departamentos del interior -como en Florida y San José-, donde por jubilación y fallecimiento se han perdido 
funcionarios que respaldaban el funcionamiento de la Oficina y se ha visto mermada la cantidad de 
funcionarios que trabaja en esas dependencias. 


El otro artículo que es de fundamental importancia refiere a la posibilidad que la Corte solicita y que no tiene 
costo, si es que se aprueba, por lo menos parcialmente, de remunerar en forma extraordinaria a los 
funcionarios que deban cumplir tareas extraordinarias. La no sanción de este artículo, que la Corte proyectó 
oportunamente en el Presupuesto y en la Rendición de Cuentas, ha provocado que tanto para hacer las 
elecciones del Banco de Previsión Social como para poder informatizar el fichero y el archivo de la Sección 
Ciudadanía, se haya tenido que pedir al Parlamento la sanción de una ley que facultara al organismo a 
remunerar de manera extraordinaria tareas extraordinarias. Digo que son tareas extraordinarias porque no 
existe forma de llevarlas a cabo en el horario normal de oficina. Las tareas rutinarias que la Corte tiene a su 
cargo no se limitan -como el vulgo cree- a organizar las elecciones primarias, las nacionales y las 
departamentales, porque también tenemos que hacer las elecciones universitarias, las del Banco de Previsión 
Social, las de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, las de la Caja Notarial, 
además de controlar todas las elecciones y asambleas que hacen las cooperativas de consumo y las de ahorro 
y crédito, que nos originan problemas mucho más serios que los que se plantean en las elecciones nacionales. 


Todas estas tareas, que hasta ahora la Corte ha venido realizando mediante solicitudes específicas al 
Parlamento para cumplirlas en horario extraordinario, ahora se verán incrementadas porque, a propuesta de la 
Junta Electoral de Montevideo, acaba de aprobarse la salida de mesas móviles dentro del departamento, lo 
que ha de obligar a funcionarios de la Oficina Inscriptora a trabajar los sábados y los domingos en los 
distintos barrios de la capital para proceder a la inscripción cívica. Y ustedes podrán imaginar que 
funcionarios electorales que tienen sueldos muy limitados no van a aceptar de ninguna manera salir a trabajar 
sábados y domingos para inscribir en la ciudad de Montevideo si esa tarea no les es remunerada. 


El Tribunal de Cuentas ha emitido un dictamen en virtud del cual se sostiene que no es viático toda 
remuneración que se perciba por tareas prestadas dentro del departamento, criterio que la Corte no comparte. 
Pero si esto no es viático tiene un nombre y un apellido muy claro: horas extra, y para que la Corte pueda 
remunerarlas tiene que tener una autorización del Parlamento. Cuando digo que esto no tiene costo es porque 
el monto para remunerar esas horas extra ha de depender del Poder Ejecutivo y, particularmente, del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Pero de nada nos sirve que el contador Astori nos dé el dinero necesario 
para remunerar las horas extra si la Corte no tiene la facultad jurídica de remunerarlas. 


El otro punto que me parece muy importante para poner en conocimiento de la Comisión, es que la tarea de 
informatización del organismo -que ya está muy avanzada, y que hoy en día ha permitido tener informatizada 
la inscripción cívica y el padrón- solo se completa si se informatiza el registro electoral. Como ustedes saben, 
este registro -que es el duplicado de los dos millones y medio de credenciales que ha expedido la Corte- el 
día de las elecciones va, debidamente precintado, a cada una de las mesas receptoras. Ese registro electoral 
está muy deteriorado debido a la sucesión de actos eleccionarios producidos a partir de 1924 y, 
fundamentalmente, de plebiscitos y referendos que se han desarrollado en los últimos veinte años, 
provocando un enorme deterioro de las hojas electorales. 


Pero no es esta la razón fundamental que nos lleva a tener que informatizar el registro electoral. Esta 
informatización nos permitirá un debido contralor informático entre el registro electoral y el padrón, y 
corregir errores que existen en el padrón y que solo se detectan confrontando el padrón con el registro 
electoral. 


Finalmente, también está en conocimiento de ustedes que en una Comisión Especial de la Cámara de 
Representantes se está discutiendo el financiamiento de los partidos políticos. Como no puede ser de otra 
manera, se pretende que el contralor de las finanzas de los partidos políticos se encomiende a la Corte 
Electoral tarea que, en la medida en que este organismo es de competencia abierta, el legislador puede 
ampliar lo que desde el punto de vista constitucional le ha sido encomendado, siempre que esa ampliación no 
entre en colisión con el principio de libertad reconocido a los partidos políticos como una de las bases del 
sufragio en nuestra Constitución. 


Pero lo que es evidente es que la Corte Electoral carece de la infraestructura necesaria para poder encargarse 
del contralor financiero de los partidos políticos. Los países que han encarado seriamente la legislación en 
esta materia -puedo citar el caso de México- han integrado un organismo que es el Instituto Federal Electoral 
que -yo diría-, en materia de infraestructura, multiplica por diez o por quince la Corte Electoral de Uruguay. 
Contrastando con ello, la Corte Electoral tiene solo tres contadores en su escalafón; comprenderán ustedes 
que con esa infraestructura es absolutamente imposible que la Corte Electoral pueda encarar esa tarea. 


Vuelvo a la autorización para el pago de horario extraordinario. Si es imposible que con esa infraestructura la 
Corte pueda encarar esa tarea, mucho más lo es si la Corte no puede disponer la realización de horarios 
extraordinarios para su personal. 


Otra vez quiero destacar que no interesa cuál sea la forma como esté integrada actualmente la Corte 
Electoral. Yo estoy hablando de un organismo que es la base institucional del país. Ustedes no estarían 
sentados aquí si la Corte Electoral no los hubiera proclamado. El sistema electoral uruguayo sigue 
constituyendo un orgullo en Latinoamérica, y en este momento está en manos de 924 funcionarios que no 
pueden dar abasto si no se les autoriza a cumplir horarios extraordinarios. Con estas tareas específicas que 
acabo de mencionar no dan abasto. Pero tampoco pueden dar abasto con la preparación de unas elecciones 
primarias que han de tener lugar en el año de las elecciones, que son las más difíciles que ha tenido que 
organizar la Corte Electoral. Esto, que no debe interpretarse como un tremendismo, procura poner en 
conocimiento de los señores legisladores una situación de colapso que la Corte Electoral ya empezó a 
denunciar durante el período de Gobierno del Partido Colorado, y que sigue denunciando en cada 
oportunidad que tiene la posibilidad de ser escuchada por la Comisión aunque, lamentablemente, creo 
haberme enterado de que en el proyecto del Poder Ejecutivo se vuelve a ignorar la existencia de la Corte 
Electoral, con lo cual depende exclusivamente del Poder Legislativo, que obra como árbitro en esta 
contienda, que considere los artículos que la Corte ha propuesto. 


Vuelvo a insistir que si la intención del Gobierno es una contención del gasto público, por lo menos habría 
que considerar aquellos artículos que no tienen costo. Una vez más reitero que son herramientas 
fundamentales para que esta Corte Electoral o la que pueda sustituirla -insisto, no importa su integración, 


sino como institución de la República-, funcione. Y de no ser contemplados esos artículos va a ser muy difícil 
que la Corte Electoral pueda llevar a cabo las tareas complejas que le están reservadas. 


Cedo la palabra al señor Ministro Maschwitz, que es el Presidente de la Comisión de Presupuesto de la Corte 
Electoral. Quedo a las órdenes de los señores legisladores para contestar cualquier pregunta que tengan a bien 
formularme. 


SEÑOR MASCHWITZ.- El proyecto de Rendición de Cuentas remitido por la Corte Electoral es, 
fundamentalmente, una reiteración de los proyectos de artículos que no fueron aprobados en 
oportunidad de tratar el proyecto de presupuesto ni en las anteriores Rendiciones de Cuentas. 


Paso a la enumeración de esos artículos. En el artículo 1” se presupuesta un reducido número de funcionarios 
que son contratados desde hace muchos años y, por tanto, no tienen la posibilidad de hacer carrera 
administrativa -de ascender-; por otra parte, al vacar esos cargos se pierden, como sucedió recientemente con 
uno de los dos médicos certificadores del organismo que cuando se jubiló se perdió su cargo. Hay un ejemplo 
muy claro vinculado a un Administrativo V de la Oficina Departamental de Salto, que es funcionario desde 
1992 y, precisamente, no ha podido concursar por ser contratado y no presupuestado. De haberlo podido 
hacer, con seguridad hoy tendría un cargo mucho más alto que ese, alcanzado por concurso, naturalmente. 


Este artículo no tiene costo y simplemente implica la presupuestación de esos cargos. 


Los artículos 2”, 3* y 4” están relacionados e implican una readecuación y un aumento de grado dentro del 
escalafón de los distintos funcionarios, y al mismo tiempo, un aumento en las remuneraciones que perciben 
que, como ha dicho el señor Presidente, son muy magras en el presente. Estos cuatro artículos tienen costo. 
Al final del artículo 4” está establecido: $ 55:308.631. 


El artículo 5” también es una reiteración de los enviados en anteriores oportunidades, pero con un aditamento. 
Esto implica que la Corte pueda disponer de la totalidad de los recursos extrapresupuestales, de los proventos 
que percibimos por las distintas actividades que realiza el organismo, pero en esta oportunidad se les ha dado 
un destino específico: que lo recaudado por este concepto se pueda volcar a incentivos a los funcionarios de 
las oficinas inseriptoras de todo el país. La función inscripcional de los funcionarios que integran parte de las 
oficinas electorales del interior y de Montevideo es la tarea más desgastante, más estresante y está sometida a 
mucha tensión, sobre todo cuando hay un gran flujo de futuros ciudadanos que concurren a inscribirse, ya sea 
porque se avecina el final del período inscripcional o por el inicio de las clases en las facultades, momento en 
que se solicita a los muchachos que tengan la credencial. De esta manera, el dinero que hoy no podemos 
volcar a retribuciones se pretende invertir en un incentivo para esos funcionarios, principalmente debido a su 
labor. Este artículo tampoco tiene costo en razón de que se utilizan recursos genuinos del organismo. 


Quiero señalar que este artículo fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Corte Electoral. Los 
otros artículos fueron aprobados por distintas mayorías. 


Con el artículo 6” se pretende otorgar un aumento muy magro, muy restringido, a lo que nosotros llamamos 
prima por asiduidad. Tiene por fin incentivar el presentismo en las oficinas. En este momento, se están 
abonando $ 3.000 cada tres meses a cada funcionario que no falta nunca y no llega ni un minuto tarde; se 
proyecta un aumento de $ 1.000. Con esto se procura evitar el ausentismo y que sea un incentivo más para ir 
a trabajar todos los días. El costo es de $ 8:139.326. 


El artículo 7” -esto ya fue extensamente analizado por el Presidente de la Corte Electoral- refiere a la facultad 
de reestructura de la cual la Corte hoy carece y que es fundamental. Este artículo no tiene costo. 


El artículo 8” refiere también a lo que ya expresó el Presidente de la Corte Electoral, y cumple una doble 
función. La primera, es estar facultados por ley para realizar horas extra cuando sea preciso. En segundo 
lugar, lo que está establecido en el segundo inciso de este artículo implica una de las máximas aspiraciones 
del gremio, ya que establece que en vez de que el Poder Ejecutivo aporte determinado monto a la Corte 
Electoral en cada acto eleccionario, lo haga en forma mensual para que los funcionarios tengan lo que ellos 
han denominado "proyecto plus", que representa un aumento en el sueldo. Por supuesto que todo esto está 
sujeto a la reglamentación, con la obligación consecuente de los funcionarios de realizar las horas extra que 


sea menester en cada acto electoral. Este artículo también ha sido aprobado por la unanimidad de los 
integrantes de la Corte. 


El artículo 9 proyecta la creación de diez cargos de Auxiliar II en oficinas centrales. Esto se debe a la 
escasez de personal; es una creación muy modesta en cuanto a la cantidad, ya que solo son diez cargos. Este 
artículo tiene un costo de $ 1:782.216. 


El artículo 10 pretende incrementar el crédito para inversiones; tiene un costo de $ 3:645.137. Este artículo 
pretende atender la diferencia entre los montos que se solicitaron en la partida de presupuesto y los que 
fueron aprobados en esa instancia. En la actualidad, en razón de esa disminución en los montos aprobados en 
la etapa de presupuesto, la Corte está pasando penurias en determinados rubros -sobre todo después de 
mediados de año- por no tener rubros presupuestales y desafectar o hacer trasposición de rubros para cumplir 
con las necesidades del organismo. 


El artículo 11 establece lo que es considerado el costo total de las futuras elecciones, a cumplirse en los años 
2008 y 2009. Estos montos actualizados son los que en anteriores Gobiernos les fueron suministrados por el 
Poder Ejecutivo a la Corte Electoral para cumplir con los distintos actos eleccionarios. Obviamente, este 
artículo tiene costo: $ 163:900.000. 


El artículo 12 es una innovación de este proyecto. Implica la posibilidad de un retiro incentivado para 
funcionarios que cumplen con determinadas condiciones. Fue copiado en gran parte del aprobado para el 
INAU en la Rendición de Cuentas pasada. Hoy, gran parte del personal de la Corte está envejecido; cumple 
funciones desde hace treinta y cinco o cuarenta años y muchos de los funcionarios todavía no tienen causal 
jubilatoria. Este artículo implica la posibilidad de un retiro incentivado con las mismas condiciones que las 
aprobadas para el INAU, con una diferencia que fue votada por la Corte, en razón de que, en este momento, 
de los 924 funcionarios que mencionó el Presidente de la Corte Electoral, 183 podrían acogerse a este retiro 
incentivado. A efectos de no perturbar el desarrollo de las próximas elecciones, se deja en suspenso la 
concreción de ese retiro hasta después de la elección departamental. Después de cumplido todo el período de 
actos eleccionarios, estos funcionarios podrán hacer uso de ese retiro incentivado. 


Finalmente, el artículo 13 es una reiteración de lo que hemos presentado desde hace unos cuantos años y 
refiere a la cuota mutual para los funcionarios. Así como desde hace un tiempo los maestros, el Poder Judicial 
y otros organismos tienen este beneficio, hay una gran cantidad de funcionarios de la Corte que no lo tienen y 
no pueden cubrir el pago de una mutualista, por lo tanto, carecen en su totalidad de asistencia médica. 


SEÑOR MARTÍNEZ ZIMARIOFF.- Creo que los colegas han sido bastante claros, pero quiero 
destacar algo más rotundamente. 


Realmente hay un riesgo de que los próximos actos electorales no salgan adelante si no tenemos la 
posibilidad de contar con gente para trabajar en ellos. Esa es la verdad. Muy probablemente no podremos 
realizar los actos electorales si no tenemos esa posibilidad. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Hay que tener cuidado con la afirmación del Ministro 
Martínez Zimarioff porque quizás alguna vez alguien se pueda sentir tentado por esa vía. Eso no 
debería acontecer. 


Quiero hacer algunas consideraciones generales sobre los argumentos que ha dado la Corte Electoral respecto 
a la ampliación presupuestal que propone. De alguna manera esta es una historia que venimos repitiendo 
durante estos últimos dos años, en el debate que tuvimos en oportunidad del Presupuesto quinquenal, que 
luego se reiteró en la Rendición de Cuentas del año pasado. 


Por otra parte, hay un tema político que es subyacente o que sobrevuela cada vez que comparece la Corte 
Electoral: el Gobierno no le ha mostrado la misma predisposición a avanzar en reestructuras, reformas y 
ampliaciones, que sí ha tenido con los más diversos organismos. Este Gobierno ha mostrado tener mucha 
creatividad para el fortalecimiento institucional de muchísimos organismos. Un ejemplo es el de la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua; todos nos tendríamos que preguntar a santo de qué tenemos ese 
organismo, cuando casi todas las actividades que regula están en monopolio. Sin embargo, ha sido 


generosamente regada con un presupuesto muy importante, con salarios, incrementos. Lo mismo ha pasado 
con otros organismos y eso sucede en esta Rendición de Cuentas. 


De manera que es notorio y claro que el Gobierno tiene hacia la Corte Electoral una especie de resabio que 
está ligado al debate político paralelo que permanece en el país y que refiere a su integración. No quisiera 
decir que la Corte es rehén de ese debate político, pero si uno mira cómo se administran los pesos y cómo el 
Gobierno ve a la Corte Electoral, advertimos que eso efectivamente pasa. 


El Partido Nacional va a acompañar el proyecto que presenta la Corte Electoral y ojalá que el Gobierno tenga 
alguna predisposición, a través de su bancada parlamentaria, para dar satisfacción a las cosas que ustedes 
plantean, que parecen muy elementales, muy básicas, muy necesarias, para un organismo que no es grande, 
que es esencial -nosotros compartimos eso-, y que tiene mucha importancia, no solamente por las elecciones 
nacionales o por la institucionalidad democrática, sino porque hay otra cantidad de elecciones que se hacen 
en el país, que ratifican y dan estabilidad a muchos organismos, que también dependen de la Corte Electoral. 


Con la misma concepción por la que digo que el Partido Nacional va a acompañar el proyecto de la Corte 
Electoral -y trataremos de convencer al Gobierno-, en esta Rendición de Cuentas me he ocupado de analizar 
cómo los organismos han gastado su plata, porque me parece que cuando se llega a final de año, es 
importante conocer no solamente las propuestas para el próximo, sino qué se hizo con los dineros que el 
Parlamento votó. En ese sentido, en lo que tiene que ver con la educación, me he llevado la ingrata sorpresa 
de que no gasta la plata que le pide al Parlamento; le sobra plata. Y si lo vemos por Ministerios, el Presidente 
Vázquez va a tener que dejar repetidor al Ministro de Educación y Cultura, porque es el peor Ministro 
gastando sus recursos. 


Ahora bien; me llamó la atención que la Corte Electoral también tiene ese déficit. Si vamos al cuadro que nos 
presenta el Gobierno en la página 59 de la exposición de motivos, y analizamos la relación entre el crédito 
adjudicado y el crédito ejecutado en inversiones, advertiremos que la Corte Electoral figura con un escaso 
53% de ejecución en esa área. Yo he verificado si esto era una picardía del Ministerio de Economía y 
Finanzas, en el sentido de retenerles recursos, pero según el Tomo I, "Resúmenes", que da cuenta de si 
ustedes tenían o no recursos en caja, al 31 de diciembre efectivamente los tenían. Después he consultado el 
tomo de Inversiones y en la página 32 figura la Corte Electoral y surge que de la asignación presupuestal de $ 
14:800.000, gasto de inversiones -esto consta en el cuadro N* 8- ustedes gastaron $ 7:790.000. 


Me interesa que la Corte nos explique a qué se debe esta baja ejecución del rubro Inversiones, en un 
organismo que sabemos que las necesita; supongo que tendrán muchas necesidades en materia de 
informática, etcétera. Sin embargo, estos cuadros demuestran que ha habido alguna dificultad, por lo que me 
gustaría conocer los fundamentos para esa baja ejecución presupuestal. 


SEÑOR URRUTY.- Lo que señala el señor Diputado tiene una explicación muy clara. En el proyecto 
de ley presupuestal, la Corte pidió fondos para inversiones para tres tareas. En primer lugar, la 
informatización del fichero y del archivo de la sección ciudadanía legal. En segundo término, la 
informatización del registro electoral que, vuelvo a insistir, es la tarea más importante que tiene la 
Corte, fuera de la organización de los actos eleccionarios: lograr la informatización de todo el sistema. 
El registro electoral es el registro vital. En nuestro país el legislador ha llamado Registro Cívico 
Nacional a lo que en todo el resto de América se le llama Registro Electoral. En definitiva, el resorte 
más importante de ese Registro Cívico Nacional es el registro electoral, que permite que el día de las 
elecciones un ciudadano vaya a una mesa receptora y pueda votar sin necesidad de exhibir la 
credencial cívica, porque allí está el duplicado de su documento electoral. En tercer lugar, la Corte 
pretendía la informatización del Registro de Cancelaciones, que tiene una trascendencia mucho menor 
desde el punto de vista del funcionamiento del organismo que tiene una importancia histórica. 


Ahora bien; ¿a qué obedece el hecho de que la Corte no haya podido emplear el dinero que fue votado por el 
legislador- A que para llevar a cabo cada una de estas tareas tiene que trabajar en horario extraordinario. Y 
aquí vuelvo a insistir en la importancia que tiene que el legislador otorgue la facultad a la Corte para fijar ese 
horario extraordinario, porque de lo contrario de nada le sirve que el Ministerio de Economía y Finanzas le 
dé el dinero necesario para llevar a cabo cierta tarea, si esta no se puede realizar. Es imposible informatizar el 
registro electoral en el horario de oficina porque se está cumpliendo con las tareas propias de todos los días, 
que suponen incluir dentro de la caja correspondiente la hoja electoral del nuevo inscripto, sacar la hoja 


electoral del inscripto que fue cancelado o inhabilitado porque se murió, o trasladar a la caja indicada la hoja 
electoral del inscripto que hizo un traslado de credencial. Como dije, esa tarea hay que hacerla todos los días, 
por lo que la informatización del registro debe ser efectuada a contrahorario; no se puede paralizar la 
actividad. De manera que se precisa un horario extraordinario, y para remunerarlo se requiere que el 
legislador faculte a la Corte, como lo hizo para las elecciones del BPS o para la informatización de 
ciudadanía. No es práctico que para cada tarea extraordinaria que tenga que llevar a cabo la Corte Electoral, 
deba pedir al legislador autorización expresa, cuando la autorización genérica no le crearía ningún costo al 
Erario, porque el dinero que la Corte puede emplear es solo el sancionado por el Poder Legislativo cuando 
votó el Presupuesto y aprobó las inversiones, o el que el Poder Ejecutivo esté dispuesto a poner a disposición 
del organismo si lo convence de que es imprescindible llevar a cabo la tarea. 


SEÑOR MASCHWITZ.- Para complementar lo que decía el señor Presidente de la Corte Electoral, 
quiero decir que en oportunidad de aprobarse el Presupuesto de la Corte Electoral, el Parlamento votó 
por error $ 5:000.000 más de lo que correspondía en el rubro Inversiones. Como con esos fondos no 
podíamos atender gastos de funcionamiento, pago de horas extra, y había que cumplir con la tarea de 
informatización de ciudadanía legal, se habló con el Ministro de Economía y Finanzas, que 
proporcionó un refuerzo de rubros por esos aproximadamente $ 5:000.000 para pagar las horas extra 
que se demandaban, y la Corte se comprometió a no usar esa misma cantidad de la cual disponía en el 
rubro Inversiones. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Obviamente, esta explicación que da el señor Ministro no se ve 
reflejada en los cuadros. Si existió un compromiso con el Ministerio de Economía y Finanzas para no 
gastar en el Rubro Inversiones porque hubo un fortalecimiento del rubro horas extra, lo entiendo. 


En cuanto al razonamiento que hace el señor Presidente -lo digo con todo respeto porque tengo alguna 
experiencia en el área de la administración, la informatización y la digitalización-, quiero decir que existen 
mecanismos de tercerización de servicios. Conozco organismos del Estado que han tenido necesidad de 
informatizarse en el rubro Inversiones y ese es un producto que se compra íntegro. Puede haber alguna 
limitante, pero esa ya sería una cuestión de detalle y no es mi objetivo analizar eso. Yo quería saber cuál era 
la razón por la que no se gastaba y ustedes me han explicado. La explicación que me da el Ministro es que 
hubo un compromiso con el Gobierno de habilitar una partida para gastos de funcionamiento con la 
condición de que no se gastara la del rubro Inversiones y a mí me da satisfacción. 


SEÑOR URRUTY.- En Latinoamérica existen organismos electorales que han tercerizado 
prácticamente la organización de las elecciones, algunos el escrutinio y otros la trasmisión de los 
resultados. Existe una disposición constitucional que establece, dentro de la sección de la justicia 
electoral, que hay un organismo al que le compete nada más y nada menos que conocer los actos y 
procedimientos electorales. La Corte Electoral no ha aceptado en ningún caso tercerizar tareas y 
mucho menos aceptaría tercerizar el registro electoral, porque sería dar a una empresa privada el 
dominio de la garantía sustancial del sistema electoral uruguayo. De manera que por lo menos esta 
Corte Electoral no tiene mayoría para tercerizar ninguna actividad. Eso es lo que obliga al personal a 
trabajar en horarios extraordinarios. Entendemos que es una garantía sustancial. 


Recordarán ustedes que quien daba en el pasado los resultados preliminares de las elecciones era el 
Ministerio del Interior. En 1996, la Corte Electoral reivindicó para sí esa tarea que está tercerizada en casi 
todos los países de Latinoamérica. En algunos de ellos, como en el caso de Ecuador, ha provocado un 
escándalo porque después de pagarse US$ 5:000.000 a una empresa brasileña, a las diez de la noche el 
tribunal se encontró con que no podía dar los resultados. Esa tarea, en Uruguay la cumplen funcionarios 
electorales que son los que digitan las copias de las actas de escrutinio y los que le permiten a la Corte 
Electoral, a las dos de la tarde del día siguiente, dar un resultado preliminar porque la eficacia de un sistema 
electoral no radica en la rapidez sino en la seguridad. 


SEÑOR GAMOU.- En primer lugar, quiero dejar muy en claro que nosotros reconocemos la limpieza 
con la cual la Corte Electoral cuenta los votos y proclama los resultados. 


En segundo término, a nosotros, señor Presidente, como usted bien sabe, por Reglamento nos está prohibido 
adjudicar intenciones en nuestros discursos. Pero creo que todo Reglamento también tiene una contraparte: 
no nos gusta que nos adjudiquen intenciones a los legisladores de Gobierno. No nos parece bien que quede 
sobrevolando en esta Sala que los legisladores del Gobierno pretenden someter a la inanición a la Corte 
Electoral porque esta no ha sido renovada. Eso sería tanto como decir que este Gobierno atenta contra la 
transparencia electoral y que está dispuesto a todo, lo que no es verdad. 


Ya es la segunda o la tercera vez que escuchamos, reiteradamente, que no importa la integración de la Corte. 
Cuando elaboramos los presupuestos no tenemos en cuenta la integración de la Corte sino las posibilidades 
que tienen el Gobierno y todos los uruguayos para dar determinada cantidad de dinero. 


No es bueno concluir, en una suerte de manía persecutoria, que el presupuesto que se da a la Corte Electoral 
no está basado en temas económicos sino en una especie de "vendetta" política, cosa que no es verdad y que 
rechazo enfáticamente, señor Presidente. 


Creo que no es un buen ejercicio, para ningún actor -sea político, de la Corte Electoral o de donde sea-, 
concluir en que los demás actúan igual a como tal vez actuaría yo, porque este no es el caso del Gobierno. 


Respecto al riesgo de que pueda no haber elecciones y de posibles tentaciones, acá hubo lamentablemente, 
muchos años sin elecciones. También hubo una elección en el año 1982 en la que se le prohibió participar a 
un partido político. Por lo tanto, nosotros sabemos lo peligroso, lo grave y lo trágico que es que no se puedan 
celebrar elecciones. 


Finalmente, luego de rechazar enérgicamente cualquier elucubración que plantee que se está actuando en 
torno a una "vendetta" política contra la Corte Electoral, quiero decir que con respecto al artículo de la cuota 
mutual, tengo entendido que en el Sistema Nacional de Salud, al igual que todos los uruguayos, van a estar 
incluidos los funcionarios de la Corte Electoral. Por lo tanto, si estamos discutiendo el Sistema Nacional de 
Salud, ese artículo me parece que no corresponde. 


SEÑOR POSADA.- Algunas de las reflexiones anteriores nos motivan a hacer algún tipo de 
comentario. 


En el sistema democrático uruguayo los organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución -en 
especial algunos- vienen siendo postergados desde hace largo tiempo. Es cierto que no se puede hacer una 
afirmación de la naturaleza que se ha hecho sobre la base de que esta ha sido una conducta, no solo del actual 
Gobierno, sino de Gobiernos anteriores. La realidad es que particularmente para dos organismos que, a 
nuestro juicio, tienen particular relevancia en el funcionamiento del sistema democrático como la Corte 
Electoral y el Tribunal de Cuentas, siempre ha existido una suerte de postergación -también con el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, bueno es decirlo- de los continuos planteos que se han venido haciendo. 
De hecho, esos organismos han tenido los problemas lógicos del envejecimiento de su funcionariado, sin que 
haya habido de parte de los otros Poderes del Estado -en este caso del Poder Ejecutivo y del Poder 
Legislativo, que son los que tienen relevancia y participación en la instancia presupuestal- una atención de 
acuerdo con esa situación que se venía planteando. 


Lo que llama la atención -este es un hecho comparable con otras realidades dentro de lo que ha pasado desde 
el Presupuesto del año 2005 hacia acá- es que para otros organismos ha habido recursos destinados a 
propiciar una reorganización o reestructura y no los ha habido para la Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas 
ni el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Entonces, creo que se puede señalar a partir de allí que hay 
decisiones de carácter político y esas decisiones en todo caso van a tener la misma consecuencia o actitud que 
en el pasado: se va a intentar apagar el fuego en el momento en que surge la necesidad ineludible de que la 
Corte Electoral tenga que realizar algunas de las actividades que es su obligación constitucional y legal 
realizar. Esta me parece una muy mala práctica desde el punto de vista de la gestión de cualquier organismo, 
pero esa es la realidad de los hechos, que no sé si estará relacionada directamente con otra situación de 
carácter político, que todos conocemos, y es que no ha habido renovación en la integración de la Corte. Los 
hechos están a la vista, y tienen mucho más fuerza que todas las palabras que se puedan decir. Bastaría 
analizar la evolución del presupuesto asignado a la Corte Electoral, no en este último Período, sino en los 
últimos quince o veinte años, y así comprobaríamos que esa realidad se mantiene desde hace tiempo y que, 
particularmente, en este Período, en el que ha habido recursos para otros organismos, no los ha habido para la 


Corte Electoral, así como tampoco para el Tribunal de Cuentas y el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a intentar -ya que la exposición del primer orador derivó en análisis 
políticos- volver al análisis del articulado, como corresponde. 


Creo que el sistema político ha tenido oportunidad de discutir este tema extensamente en todos los ámbitos 
públicos y parlamentarios. 


Por lo tanto, la Mesa exhorta a centrarnos en la consideración de los trece artículos que remite la Corte 
Electoral. 


SEÑOR TAJAM.- Por un lado, imagino que cuando que se habló de los $ 5:000.000 que fueron 
asignados en forma errónea, se hacía referencia al Programa 717, de informatización, que es donde se 
produjo la menor ejecución. 


SEÑOR MASCHWITZ.- Exacto. 


SEÑOR TAJAM.- Por otro lado, realmente me sorprende que se sustente que no se pudieron ejecutar 
inversiones por no tener financiamiento de horas extra. Estamos hablando de inversiones, de 
reparaciones de edificios, de informatización, es decir, no solo de capacitación de mano de obra, como 
se dice en el Mensaje, sino de equipamiento, de mobiliario, de vehículos que no se compraron y para lo 
cual había recursos. 


En otras ocasiones, y en la anterior, el tema de las horas extra estaba referido a los hechos eleccionarios; se 
fundamentaba en la necesidad imperiosa de contar con esas horas para cumplir con dichos actos, pero jamás 
escuchamos decir que no se podía ejecutar las inversiones porque no estaban financiadas las horas extra. 


Esto es lo que me sorprende y, por lo tanto, me gustaría que se abundara en una explicación al respecto. 


SEÑOR MASCHWITZ.- Trataré de aclarar la duda del señor Diputado Tajam y, si fuera necesario, 
luego pediré a los contadores que intervengan porque pueden dar una explicación más técnica que yo. 


Al haberse aprobado esos cinco millones y pico de pesos de más en el rubro Inversiones, ese rubro no puede 
ser utilizado para el pago de remuneraciones personales. Como ya dije, el año pasado se realizó la 
digitalización de ciudadanía legal, que implicó seis o siete meses de trabajo, y tuvo que hacerse -como 
explicó el Presidente- en horario extraordinario, a contrahorario, porque no se podía cumplir en el horario 
normal de oficina. Los funcionarios aceptaron ese trabajo sin tener la certeza de cobrar esas horas extra. 
Hasta no aprobarse el proyecto de ley que facultó a la Corte a realizar esas horas extra y no llegar a un 
acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas -para que nos diera ese refuerzo de rubro, mal asignado, 
de algo más de $ 5:000.000-, o sea, hasta último momento, los funcionarios no sabían si cobrarían o no. Una 
vez que el Ministerio de Economía y Finanzas asignó el refuerzo para el rubro gastos de pago de horas extra, 
se pudo pagar a los funcionarios, y existió el compromiso de no gastar esos $ 5:000.000 de más, que habían 
sido votados en forma errónea. 


Respecto al vehículo -ya que el señor Diputado Tajam lo trajo a colación-, quiero explicar que para el año 
pasado estaba previsto sustituir una vieja camioneta, tipo furgón, de la década del ochenta. La Corte hizo dos 
llamados a precio para comprar una camioneta cero kilómetro, y para prescindir de la camioneta vieja 
ofrecimos como forma de pago la camioneta Nissan Ebro de la década del ochenta. En las dos oportunidades 
no se presentó ni una sola firma de plaza. 


Por lo tanto, este año resolvimos rematar la camioneta. El remate se hará dentro de unos meses; nos darán 
tres cobres. En definitiva, nos quedaremos sin la camioneta vieja y sin la nueva, que no pudimos comprar 
porque, reitero, se hicieron dos llamados a precios y no se presentó ni una sola empresa de plaza. 


SEÑOR URRUTY.- Quiero contestar en forma genérica al señor Diputado. 


Desde que la Corte existe, año 1924, los fondos para atender los actos eleccionarios fueron votados, no por el 
Poder Ejecutivo, sino por el legislador. En esa época, conjuntamente con la celebración de un acto 
eleccionario, se acostumbraba contratar funcionarios eventuales unos meses antes de la elección, y quedaban 
cesantes después del escrutinio. 


En alguna participación anterior en esta misma Comisión he señalado que sufrí en carne propia ese sistema, 
porque mi padre fue funcionario eventual y sé lo que es quedarse sin trabajo después de las elecciones. 


Desde hace treinta años el legislador seguía votando los rubros para financiar las elecciones. Estoy hablando 
de una Corte Electoral que se constituyó para custodiar el Registro Cívico Nacional, cuyo único cometido era 
hacer las elecciones nacionales y departamentales, que en algún momento ni siquiera estaban separadas en el 
tiempo, de manera que eran un único acto. 


Esa Corte Electoral, como es un organismo de competencia abierta y al legislador le está permitido ampliar 
sus competencias, después de los actos eleccionarios nacionales y departamentales, tuvo la obligación de 
hacer las elecciones de las autoridades universitarias, que se realizan cada dos años, de los representantes de 
los activos, pasivos y empresarios en el Banco de Previsión Social, de la Caja de Profesionales 
Universitarios, de organizar elecciones de la Caja Notarial y de controlar las elecciones y asambleas de todas 
las cooperativas de consumo y de ahorro y crédito. Esas tareas fueron encaradas con un personal cada día 
más retaceado y sin la práctica de los funcionarios eventuales. 


Cuando la Corte pide, en materia de inversiones, una cantidad de dinero que le es votada por el legislador, es 
porque paralelamente a todas estas tareas decidió, como no podía ser de otra manera, y es de la única forma 
que ha podido paliar en parte la insuficiencia de personal, informatizar el sistema. La informatización del 
sistema es lo que ha permitido que hoy la inscripción cívica esté totalmente informatizada; lo que está sin 
informatizar es el Registro Electoral que -reitero- es el corazón de la Oficina Nacional Electoral y del 
sistema. Todas estas tareas no pueden realizarse con el reducido personal que tiene la Corte Electoral si no se 
le pone a trabajar en horario extraordinario. El personal que cumplió la tarea de informatización de la sección 
Ciudadanía Legal -como señaló el Ministro Maschwitz- lo hizo sin que estuviera aprobada la ley que permitía 
remunerar esa tarea, pero con la expectativa y la esperanza de que se aprobara, y por suerte sucedió. 


En este momento tenemos que informatizar el Registro Electoral, pero no pensamos iniciar esa tarea si el 
legislador no nos autoriza el pago de las horas extra. No podemos prometer al personal que vamos a 
remunerar una tarea sin tener la seguridad de que el legislador va a autorizar el pago de ese horario 
extraordinario. 


En cuanto a por qué antes se pedían horarios extraordinarios, obviamente del dinero que se gasta en una 
elección nacional o departamental el 70% se utiliza para pago de horario extraordinario, pero en ese caso hay 
una autorización expresa. Para lo que no hay autorización expresa es para tareas paralelas como la que estoy 
mencionando y que son de importancia fundamental para el organismo, porque es de la única manera de que 
se pueda actualizar y paliar la insuficiencia de personal. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Veo que el tema que planteamos hoy ha ido manteniéndose en 
la discusión. Hoy escuché la explicación que me dio el Presidente de la Corte Electoral, que no 
comparto porque creo que no entendió lo que yo estaba señalando; no nos entendimos. Cuando 
hablamos de un proceso de informatización, tercerizar una actividad de informatización no significa 
ceder control a alguien. Como dije, tengo experiencia de haber hecho en la Administración Pública un 
proceso de informatización, incorporando el software y la digitalización. Tiene un costo, se hace, se 
entrega, tiene contratos de reserva, la empresa no se queda con ninguna información, la información se 
provee al organismo que la solicita y la paga. Eso se terceriza y el trabajo se hace. He visto procesos de 
digitalización de registro de base de datos de ciento cincuenta mil datos que se hacen en dos meses y 
medio: registro, incorporación del software y digitalización, y el trabajo se entrega terminado. Yo me 
refería a eso y no a que la Corte Electoral tercerizara servicios electorales o que estos fueran siempre 
administrados por empresas tercerizadas. Si estamos dentro del rubro Inversiones, si hay un recurso 
para gastar como inversión, eso es una inversión. Se compra un trabajo terminado, mantiene la 
reserva, mantiene toda la información, no transfiere la base de datos a nadie, la información sigue 


siendo propia y en seis u ocho meses tiene todos los datos digitalizados. Quizás no entiendo qué es 
digitalizar los datos de registros electorales y de registros cívicos, que es el nombre, la credencial de la 
persona y algún otro dato con respecto a su lugar de origen. Supongo que es de esto de lo que estamos 
hablando. 


SEÑOR URRUTY.- Creo que no nos hemos entendido con el señor Diputado. 


La Corte Electoral ha contratado -porque no tiene en sus cuadros, en sus escalafones el personal idóneo- con 
UTE, es decir con otra empresa del Estado, el software necesario para informatizar el Registro Cívico, y 
sigue haciéndolo. No lo ha querido hacer con empresas privadas; lo ha hecho con empresas del Estado que 
tienen una infraestructura y un escalafón que permite proporcionar el software. Lo que la Corte Electoral no 
está dispuesta a tercerizar es el escaneo de las hojas electorales, la digitalización del nombre y apellido del 
inscripto, de la serie y número, de la impresión dígito pulgar y de la firma. Pero, obviamente, la Corte 
Electoral ha tenido que recurrir a otra empresa porque, así como dije que no tiene la infraestructura que le 
permita controlar el financiamiento de los partidos políticos, tampoco tiene en su escalafón ingenieros 
especializados. Tenemos tres ingenieros contratados pero que lo único que pueden coordinar son las tareas 
internas en el Centro de Cómputos. No sé si se puede hablar de tercerización; esto la Corte Electoral lo ha 
compartido con otros organismos estatales, pero hay tareas que no puede delegar y esas son las que obligan a 
que el personal trabaje en horario extraordinario para poder llevarlas a cabo. Me parece que no hay diferencia 
con lo que manifiesta el señor Diputado; probablemente no fui claro en mi explicación. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿La Corte Electoral no está de acuerdo con que lo hagan en forma 
externa por el secreto del Padrón o porque se puede pretender, con justicia, que ese sobresueldo vaya 
para los funcionarios- 


SEÑOR URRUTY.- Me alegro mucho de que haga esta pregunta porque no se trata de favorecer al 
personal. Los que hemos dedicado nuestra vida a los procesos electorales y conocemos cómo se hacen 
las elecciones en muchos países, podemos asegurar que el fraude electoral no se lleva a cabo en el 
momento en que se está votando, sino cuando se elabora el padrón. Entonces, dar a una empresa 
privada -que, lamentablemente, durante la intervención de la Corte el Padrón lo hacía una empresa 
que se llamaba Interamericana de Cómputos- es abdicar de la garantía sustancial del acto electoral. El 
Padrón Electoral no puede salir de la Corte Electoral y no puede ser digitado sino por funcionarios 
electorales. No es que demos esa tarea al personal para favorecerlo ni para que pueda cumplir horas 
extra sino porque entendemos que la garantía de pureza de un acto eleccionario empieza por el 
Registro Electoral, por la inscripción cívica y por el Padrón. Cuando se manipula una elección se 
comienza por manipular el Padrón y eso es lo que en el Uruguay no ha existido y tengo la esperanza de 
que no exista nunca. 


SEÑOR ASTI.- Entiendo los razonamientos que se han seguido por parte de los señores Ministros 
defendiendo el control directo sobre todos los actos electorales desde el inicio de la inscripción electoral 
hasta el momento del sufragio. También entiendo perfectamente que durante los períodos 
intraelectorales hay procesos en los cuales todos los días se atiende y se trabaja con los Registros. Si 
tomamos períodos en los cuales no hay una actividad intensa de inscripción, ¿no es posible en esos 
momentos declarar feriados desde el punto de vista del Registro, o sea, cerrar el Registro y utilizar a 
los propios funcionarios electorales para informatizarlo- Por ejemplo, que los lunes, los martes y los 
miércoles no se atiendan inscripciones ni bajas, y esos días se informatice; como es obvio, jueves y 
viernes se trabaja normalmente. Planteo esto simplemente como una posibilidad de que este trabajo se 
haga con los mismos funcionarios que han estado desde tantos años trabajando en el tema y han 
logrado superar distintas instancias electorales, no solo las nacionales sino algunas como la de la 
Universidad de la República y actos electorales de otras instituciones como las cooperativas, etcétera. 
En los períodos que no se dan esos acontecimientos, aparentemente hay un trabajo normal que, de 
alguna manera, podría dividirse a los efectos de ir haciendo un trabajo -no fuera de horario, sino 
dentro de él-, pero suspendiendo durante algunos días o semanas el manejo de los Registros Electorales 
de manera de informatizarlos. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una pregunta sobre el artículo 12 que nos ha traído la 
Corte Electoral para estudio, relativo al incentivo de retiro para los funcionarios. Estoy segura de que 


este artículo va de la mano de la necesidad de funcionarios que tiene la Corte, y por eso lo plantean, 
pero pienso que no es un criterio muy acertado. Me refiero a cuando se establece que la Corte podrá 
aceptar la renuncia, pero no se hará efectiva sino a partir de julio de 2010 -por supuesto, después de las 
elecciones nacionales, y es lógico sabiendo que hay poco personal-, subsistiendo en todo caso el derecho 
a la percepción mensual del incentivo por el tiempo transcurrido entre la aceptación de la renuncia y 
su efectividad. Es con esto que no estoy de acuerdo. Me parece bien que se acepte la renuncia por 
anticipado y que no se pueda hacer efectiva hasta julio de 2010, pero no que pueda tener la capacidad 
de empezar a recibir el incentivo de retiro desde el momento que firma la renuncia. Eso limitaría un 
poco el incentivo de retiro, que consiste en empezar a recibir ese dinero como un sobresueldo cuando 
uno se va. Imagino que también tiene que ver con la edad de quienes se van retirando, porque se va a 
pagar solamente hasta los setenta años, y eso también puede significar unos cuantos meses de cobro 
para quien esté en condiciones de recibirlo. 


Creo que el artículo que hemos visto a lo largo de esta Rendición de Cuentas ya se ha hecho una práctica. Me 
refiero al hecho de dar un incentivo a los funcionarios que tienen avanzada edad y quieren retirarse. Me 
parece que es muy criterioso, pero quiero decir que esa parte no me satisface mucho. 


También me gustaría plantear a la Corte algo que tiene que ver más con funcionamiento que con Rendición 
de Cuentas, pero aprovecho que están aquí para hacerlo. Se trata de que vayan a los departamentos del 
interior, dactilóscopos de la capital para el segundo escrutinio, cuando los hay en las ciudades donde se tiene 
que realizar dicho escrutinio. Considero que eso no es justo, porque se les paga viáticos y horas extra para 
que vayan al interior del país, siendo que en las ciudades donde se realizan hay gente competente para 
realizarlo. Al respecto, voy a contar una pequeña anécdota. En más de un caso, los dactilóscopos de la ciudad 
donde se está haciendo el escrutinio han sabido pesquisar mucho mejor una huella digital que quienes iban de 
Montevideo. Realmente, es bastante doloroso para los funcionarios que tenemos preparados en el interior que 
venga otro a cobrar de arriba, cuando ellos lo pueden realizar. 


SEÑORA CHARLONE.- Voy a hacer una consulta puntual. En realidad, la autorización que plantea la 
Corte para modificar el horario y retribuir a sus funcionarios está incluido en el artículo sobre la 
autorización para hacer la reestructura general, con su costo más grueso. Para separar las aguas, 
quiero preguntar específicamente cuánto estima la Corte que serían los gastos de funcionamiento para 
retribuir al personal, asociado a la partida de inversión o a lo que tienen asignado para hacer la 
informatización de los padrones. La idea es tener ese costo por separado, porque de alguna manera 
quedó subsumido dentro del artículo 8”, que refiere a la reestructura. En ese caso, si no hubiera 
reestructura, tampoco habría gastos de funcionamiento específicos para este concepto. 


SEÑOR URRUTY.- La Corte violaría la ley si estableciera la medida que sugiere el señor Diputado 
Asti. En la ley de registro cívico nacional está establecido minuciosamente que desde la apertura del 
período inscripcional, que se produce al año siguiente de las elecciones, hasta el cierre de dicho período 
las oficinas inscriptoras tienen que estar abiertas en forma permanente. Es más: acabo de mencionar 
que la Corte ha hecho lugar a una iniciativa de la Junta Electoral de Montevideo para que, además de 
trabajarse de lunes a viernes, salgan mesas volantes a los distintos barrios de Montevideo para 
inscribir sábados y domingos. La Corte estaría incurriendo en delito electoral -así está tipificado- si 
perturbara la inscripción cívica prohibiendo que se hiciera en determinados días de la semana para 
proceder en esos días a informatizar el registro, salvo que se hiciera una modificación sustancial de la 
ley. Esta modificación requiere dos tercios de votos, y no creo que se logre porque, además, implicaría 
un cercenamiento a la posibilidad de inscribirse que tiene el ciudadano o el extranjero con derecho a 
voto. Entonces, no creo que esa medida prosperara. Por ahora, establecerlo sería una violación abierta 
de la ley. 


Respecto al segundo planteo de la señora Diputada Peña Hernández, debo decir que es pasado el hecho de 
que fueran dactilóscopos de Montevideo a controlar los votos observados en el interior. En el Presupuesto, la 
Corte creó en cada Oficina Electoral Departamental dos cargos de idóneo dactilóscopo, que tienen que 
trabajar en contralor partidario para evitar que vayan los de Montevideo al interior a estudiar los votos 
observados. De manera que ese problema ya no existe. 


Respecto al primer tema que plantea la señora Diputada, la preocupación que le generó la lectura de ese 
artículo también se me generó a mí, y se lo planteé a los contadores. Pregunté cómo era posible que, si se 
difería la efectividad de la renuncia hasta después de las elecciones, el funcionario acogido al incentivo lo 
pudiera percibir. Se me aclaró que esto no es así. Lo que se difiere es la efectividad de todo. Lo que no se 
pierde es el derecho al incentivo, pero sería absurdo que el funcionario cobrara un incentivo y siguiera 
trabajando. Queda diferido en su totalidad. Además, la Corte de ninguna manera podría prescindir, de aquí a 
las elecciones, del personal superior de las distintas reparticiones. De ser así, no tengo ninguna duda de que la 
Corte no podría hacer las elecciones. 


En cuanto al problema que plantea la señora Diputada Charlone, si no entendí mal está referido a que el 
artículo que habla de la posibilidad de reestructura estaría vinculado con un costo. La posibilidad de 
reestructura no tiene ningún costo. Si se refiere al artículo que habla de la posibilidad de fijar horas extra, 
tiene dos alternativas. Una primera que no tiene costo y una segunda que sí lo tiene. El personal del 
organismo está bregando por lo que llaman el "proyecto plus" y, de acuerdo con la inquietud del personal del 
organismo, este implicaría que el dinero que el Poder Ejecutivo pone a disposición de la Corte Electoral para 
atender las elecciones nacionales y las departamentales se anticipe, incrementando la prima por permanencia 
a la orden en $ 4.000. Eso sí tiene costo y es elevado. La Corte proyectó una primera parte de ese artículo, en 
donde lo único que está pretendiendo es que se le dé la facultad de autorizar el pago de horas extra cuando el 
Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo pongan a su disposición fondos para atender determinadas tareas. Esta 
primera parte del artículo no tiene costo. 


SEÑORA CHARLONE.- Quisiera hacer una aclaración porque quizás me expresé mal al 
referirme al tema de la reestructura y esto está en el artículo 8”. Lo que estoy preguntando 
concretamente es cuáles son los gastos de funcionamiento por horas extra que ustedes 
necesitan para informatizar el registro. En la medida en que no se puede ejecutar porque 
tienen que trabajar en otro horario y eso implica horas extra, si no saliera incrementando en 
el total de la partida, no tenemos la discriminación. Me imagino que debe ser una cifra 
bastante menor que esta y es para una tarea específica, por lo que me gustaría tener la 
discriminación de ese costo. 


SEÑOR URRUTY.- En la Oficina Nacional Electoral se está llevando a cabo un plan piloto con 
funcionarios del Registro Electoral que están trabajando en horario de oficina para estimar cuál sería 
el costo que supondría escanear dos millones y medio de hojas electorales, que son las que componen el 
Registro Electoral, y obviamente para digitalizarlo. Una vez que se tenga estimada la cifra total, 
tenemos prevista una entrevista con el Ministro de Economía y Finanzas para ver si el Poder Ejecutivo 
está dispuesto a proporcionarnos la cantidad de dinero que necesitamos para esa tarea. Reitero, 
aunque el Poder Ejecutivo nos dé la cantidad de dinero que necesitamos para llevar a cabo esa tarea, si 
el Poder Legislativo no nos autoriza a remunerar esas horas extra, tenemos el dinero pero no lo 
podemos utilizar. 


SEÑOR MARTÍNEZ ZIMARIOFF.- Ya lo dijo el Presidente, pero creo que vale la pena aclararlo. 


No es que los procedimientos en la Corte Electoral tengan que hacerse por funcionarios electorales que 
controlan las cosas, sino que ellos son los únicos en este país que tienen filiación política declarada. Cuando 
hacemos un procedimiento que implica dar una baja, un alta, validar una huella, una firma, siempre se hace 
con control partidario. Quiere decir que un funcionario de un partido lo analiza y el otro lo verifica. 
Precisamente, ese sistema de control partidario es lo que da garantía. Por eso no podemos tercerizar. 


SEÑOR URRUTY.- Además, el contralor partidario está en la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de la Corte Electoral. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14. 


(Es la hora 12 y 39) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 17) 


(Ingresan a Sala autoridades del Ministerio de Transporte y Obras Públicas) 


Hasta mañana jueves estaríamos inscribiendo delegaciones, que comenzaríamos a recibir el próximo 
viernes desde la hora 9 a hasta las 13. Están inscriptas veinticinco o veintiséis delegaciones, que vamos a 
atender entre este viernes y el siguiente; quizá tengamos que hacer una reunión especial. Según la 
información que tenemos y los nombres de los gremios, estaría contemplado el 100% de las delegaciones que 
normalmente piden audiencia. 


Tenemos el gusto de recibir al Ministro de Transporte y Obras Públicas, señor Víctor Rossi; al señor 
Subsecretario, ingeniero Luis Lazo; al Director General, escribano Gustavo Fernández; al Presidente de AFE, 
arquitecto Antonio Gallicchio; al contador Fernando Pasadores; al ingeniero Alberto Díaz; al Director 
Nacional de Hidrografía, ingeniero Edi Juri; a la Directora General de Transporte por Carretera, ingeniara 
Eliana Embid y al Director General de Transporte Fluvial y Marítimo, Capitán Eduardo Aguiñaga. 


Vamos a considerar el Inciso 10, que comprende los artículos 189 a 192. Había especial interés en tener 
conocimiento -y así se le hizo saber a la Subsecretaría- acerca de lo que estaba sucediendo con la Torre 
Ejecutiva, de acuerdo con el artículo 103 de Presidencia, tema que fue tratado ayer, pero sobre el que 
queríamos saber su opinión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Pido disculpas por haber llegado 
unos minutos tarde. 


No sé qué características le están dando al desarrollo de esta sesión, pero pienso que habida cuenta de que la 
presentación va acompañada de una Rendición de Cuentas bastante detallada del Inciso, más allá de alguna 
exposición general, sugerimos empezar comentando los artículos que se proponen en el ajuste presupuestal y 
luego pasar a las preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ese es el método que estamos empleando. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Los comentarios que voy a hacer se 
refieren a cómo ha ido evolucionando la situación en este tiempo, no solo en el 2006, que es el año del 
cual estamos dando rendición de cuentas detallada, sino desde el Presupuesto quinquenal. 


Ustedes recordarán que cuando discutimos el Presupuesto quinquenal una de las preocupaciones de los 
señores Diputados en la Comisión -compartida en el Senado y por nosotros en el Ministerio- era la buena 
administración de recursos, a todas luces limitados que, inclusive, tenían topes que establecían muy severas 
condiciones para poder abordar la realidad de la infraestructura del país, que estaba pidiendo y exigiendo un 
aumento en las inversiones por parte del Estado y de quienes estuvieran en condiciones de aportar al 
desarrollo económico del Uruguay. 


En aquel entonces planteábamos la necesidad de que nos apoyaran para que, en lugar de establecer una 
discusión sin salida respecto a una Rendición de Cuentas que partía de los recursos que existían y no se podía 
ir más allá de esos -aunque siempre puede ser posible distribuirlos de mejor manera-, buscáramos otras 
alternativas para habilitar caminos que permitieran fortalecer la capacidad del Estado de invertir en obras 
públicas a partir de otros mecanismos -algunos de los cuales estaban esbozados-, que no es que fueran 
novedosos, sino que simplemente había que poner manos a la obra para realizarlos. La verdad es que, además 
del mejoramiento económico del Uruguay -lo que fue permitiendo que se concretara el crecimiento del PBI 
que, ya en la discusión presupuestal del año anterior nos permitió determinados márgenes, incrementos y 
mejoras-, también fueron dando resultado estos esfuerzos por canalizar recursos no directamente 
presupuestales en aras de la obra pública. Eso nos ha permitido plantearnos objetivos para 2007 que creo son 
importantes y que, de algún modo, nos colocan en condiciones de invertir, por lo menos, para no seguir 
perdiendo terreno en materia de obra pública, para mantener el patrimonio que en esto tiene el país. Nuestra 
idea para 2008 y 2009 era seguir avanzando en la medida en que el país fuera creciendo desde el punto de 
vista económico y se fueran perfeccionando los mecanismos que nos permitían captar recursos 
extrapresupuestales, porque la realidad del Uruguay no permite resolver el problema de la obra pública y de 


la infraestructura necesaria, simplemente invirtiendo lo imprescindible para mantenerlas; es necesario 
recuperar el tiempo perdido, ponernos al día con inversiones que hace mucho tiempo no se realizan y, en 
algunos rubros, dar imprescindibles saltos grandes, pasos largos, para no perder terreno, porque eso pondría 
en riesgo las posibilidades de crecimiento económico que hoy se plantean. 


Hay una serie de experiencias que han demostrado que vale la pena seguir haciendo esfuerzos por recorrer 
este camino. Por ejemplo, el actual presupuesto de ejecución de obras, tiene un porcentaje para caminería que 
surge del Presupuesto Nacional y otro algo mayor que deriva de las inversiones que se hacen a través del 
funcionamiento de la Corporación Vial del Uruguay. Este instrumento se ha venido perfeccionando en 
cuando a su formulación y, sobre todo, en lo que hace a su funcionamiento, y nos está permitiendo captar 
recursos, sin respaldo del Estado, a través de lo que significa esa empresa en plaza; inclusive, hace algunos 
meses pudimos colocar con éxito obligaciones negociables, logrando las mejores calificaciones y las mejores 
cotizaciones. Esto también habla de que el instrumento se ha jerarquizado a nivel de los sectores económicos 
del país. 


Teniendo en cuenta este instrumento, conformamos la Corporación Ferroviaria del Uruguay. También en este 
sector teníamos que asumir responsabilidades de inversión. Nos ha costado bastante y, por cierto que el tema 
que no hemos resuelto bien es el del tiempo y sentimos cierta angustia cuando vemos que se va consumiendo 
un bien no recuperable. De todos modos, hemos podido concretar la conformación de la Corporación 
Ferroviaria del Uruguay. Esto nos permitirá asumir las inversiones imprescindibles para el mejoramiento de 
la infraestructura ferroviaria, lo que no podíamos resolver con esfuerzos puntuales del Estado. Digo esto 
porque, aunque el Estado sacara recursos que no tenía para poder invertir un año en este sector, en realidad la 
exigencia era de partidas importantes y sostenidas. 


El domingo pasado tuvo lugar la última etapa del proceso de licitación, que es complejo, tiene muchas etapas 
y supone varias garantías. Ha tenido una respuesta muy importante, teniendo en cuenta la cantidad de 
empresas y consorcios que han manifestado interés y apuntan a la recuperación de los 962 kilómetros de vías 
en cuatro tramos, lo que será complementado con otras obras de mantenimiento realizadas por AFE y con 
otras iniciativas en cuanto a trazados ferroviarios que tendrán que promoverse para atender las exigencias de 
las nuevas actividades que desarrollan Botnia, Nueva Palmira y -si se confirma- ENCE inclusive, hay que 
considerar las perspectivas que van madurando para lo que será la futura terminal portuaria en la zona 
oceánica de Montevideo. 


Esta experiencia de la Corporación Ferroviaria también nos ha permitido lograr que este instrumento no 
dependa exclusivamente de los recursos que asigna el Presupuesto del Estado, ampliando la capacidad de 
realización. Desde luego, esto tiene que ser apoyado por mecanismos de fideicomisos que permitan 
garantizar la amortización de los compromisos que se van asumiendo. Inclusive, en el caso del ferrocarril, si 
se dan con éxito los primeros pasos, también estaríamos en condiciones de que pudieran salir a la plaza 
obligaciones negociables de la corporación ferroviaria. Sabido es por todos los legisladores el apego que 
tiene la ciudadanía por el modo ferroviario y, por tanto, sería bien vista su implementación. 


También hemos promovido las inversiones privadas, logrando respuestas importantes, y algunas están en 
proceso de concreción. Tal vez alguna pueda empezar a dar sus frutos en el correr de este año -así lo 
deseamos-, pero otra necesite un impulso para que se concrete. Además, hemos utilizado algunos 
mecanismos para poner en marcha, por ejemplo, obras importantes en el puerto de Montevideo, con 
inversiones privadas muy buenas, y en algunos casos con concesiones de obra. Las inversiones previstas para 
el puerto de Montevideo son muy importantes para todo el Período y ya se han puesto en marcha. 


La otra parte de AFE -como habíamos anunciado en la comparecencia anterior- refiere a la concreción de la 
Sociedad Administradora de la Carga Ferroviaria, que es la sociedad entre AFE y los privados que 
administren los servicios ferroviarios en el país. El llamado ya entró en la etapa de definición, y se abrieron 
las propuestas de cuatro consorcios interesados en participar de este proceso. 


Uno de los temas que el señor Presidente tuvo la gentileza de hacernos saber que había interés en que 
explicara, tiene relación con la Torre Ejecutiva, que no es una obra que directamente realice el Estado 
uruguayo o el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Nuestra Cartera, de alguna manera, asumió la 
gestión preparatoria de este emprendimiento, la dirección del proyecto de obra y su seguimiento. De todos 
modos, el mecanismo fue el siguiente. El Poder Ejecutivo hizo un convenio con el Poder Judicial, por el cual 
recibió la propiedad del esqueleto de la Torre Ejecutiva y, como contraparte, comprometió determinadas 


partidas -que ya aparecían en la Rendición de Cuentas anterior y se incluyen en esta- con la finalidad de 
culminar el edificio de ONDA, reciclar algunos otros edificios que también pasaron a propiedad del Poder 
Judicial, y poder completar -en una estrategia distinta y posible de ser mantenida por dicho Poder- la 
infraestructura que necesitaba. También está el edificio de la DGI y la refacción de edificios como el de 
"Manos del Uruguay", "La Mañana" y "El Diario", esto es, un paquete de edificios hacia los cuales se 
vuelcan recursos para su reciclaje. Entre otras cosas, este acuerdo incluyó, a partir de una determinada fecha, 
la eliminación del cobro del conocido "timbre del Palacio", que no sé cuántos decenios hace que se cobra, en 
pos de un objetivo que nunca se concretó. Por tanto, entre otras cosas, el convenio deja sin efecto este timbre 


judicial. 


Este acuerdo permitió que el Poder Ejecutivo pudiera ceder a la Corporación Nacional para el Desarrollo los 
derechos de la terminación y administración de este edificio por un período de veinte años. Sobre esa base, la 
Corporación Nacional para el Desarrollo promovió la elaboración del proyecto definitivo y la forma de 
financiamiento. Para ello, se recibe un financiamiento de hasta US$ 20:000.000 por parte de la CAF, que se 
resarcirá con los ingresos logrados por la sociedad anónima creada por la CND por concepto de uso del 
edificio y arrendamiento de las partes que van a salir al mercado, y con los emprendimientos que se van a 
colocar en el mercado privado. Más allá de que se ha manifestado que parte de estos emprendimientos son de 
interés de la CAF o de algunos otros organismos del Estado, seguramente va a existir la posibilidad de que 
emprendimientos privados puedan participar en un edificio con características muy particulares. Una de las 
caras, la que da a la Plaza Independencia, pertenece a la Presidencia de la República -desde el primero al 
último piso-, y los pisos que están en la otra cara y que funcionan con vista al Río de la Plata son los que 
albergarán el otro tipo de oficinas públicas o privadas. A pesar de que es una empresa privada la que 
promueve esto, en este proceso igualmente se recurrió al sistema de llamado, y el concurso terminó con la 
selección de una empresa -Campiglia- que, por un total de casi US$ 16:000.000, será la encargada de la 
construcción de la obra. 


En líneas generales, este es el esquema que se ha estado manejando y que se ha puesto en movimiento para la 
terminación de esta Torre, que implica una inversión importante y un esfuerzo muy grande, cuya concreción 
no solo tendrá un resultado material sino, inclusive, el valor de constituir una referencia para el conjunto de la 
ciudadanía. 


El artículo 103 -que de alguna manera fue el origen de esta pregunta- no tiene relación directa con el 
mecanismo que acabo de explicar. Este artículo fue creado para solventar los gastos de mudanza que se 
prevén, y de perfeccionamiento de las redes de comunicación para el funcionamiento del edificio de la 
Presidencia. 


Quiero hacer otro comentario. Esta Rendición de Cuentas trae una serie de artículos importantes que están 
vinculados al ordenamiento del funcionamiento del Estado y que, eventualmente, son parte de ese proceso de 
reforma complejo y difícil que hay que ir llevando adelante. Si bien es la primera vez que aparece un 
conjunto de normas de este tipo, no se está empezando recién. A nivel del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas hay una serie de tareas pendientes para el mejor funcionamiento y ordenamiento de los recursos 
materiales y humanos del Ministerio, algo que nos planteamos como objetivo, pero que a veces no resulta 
fácil llevar adelante. Más allá de eso y de que a veces nosotros somos conscientes de las debilidades y de los 
retrasos, se ha trabajado durante todo este Período en una serie de aspectos vinculados con el fortalecimiento 
de la centralización del Ministerio de Transporte y Obras Públicas como un Ministerio, combatiendo la 
tendencia a la autonomía de las Direcciones y al funcionamiento, cuanto más alejado del edificio de la Plaza 
Matriz, más independiente de las Direcciones y sus recursos. Esta no es una medida contra el necesario 
proceso de descentralización. Por el contrario: para ir efectivamente hacia un proceso de descentralización de 
los servicios, lo primero que debe hacer el Ministerio es existir como tal. 


Este no es un tema nuevo. En alguna oportunidad hemos hecho referencia a que se nos pueden presentar 
situaciones parecidas a esta. De repente, una Dirección de una localidad del interior precisa una carretilla que 
tiene la otra Dirección, que está a media cuadra, pero no existe comunicación, hay absoluta autonomía, existe 
desconocimiento o sencillamente no la presta y punto. Ese tipo de cosas es la que muchas veces redunda en la 
indignación de los vecinos cuando ven, con impotencia, que no pueden resolver un trámite que parece muy 
sencillo. No es que exista mala voluntad; simplemente se trata de una forma de funcionamiento que no es 
fácil cambiar. Ese es uno de los desafíos del proceso de reforma. En esa dirección se ha estado trabajando. 


También se ha trabajado en el fortalecimiento de los servicios internos del Ministerio. Hay avances 
importantes para que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas tenga una sola Dirección de Servicios 
Jurídicos, no dos o varias, una por cada Dirección de Departamento. Existe la misma preocupación en 
materia contable, ya que tenemos que fortalecer mucho más los centros de decisión para procurar la mayor 
eficiencia de las Direcciones de Apoyo de cada una de las Direcciones de Departamento. Ha habido 
experiencias de compras conjuntas, esfuerzo que el Estado tiene planteado como un objetivo a nivel general. 
También se han hecho esfuerzos en materia informática, sin lograr los objetivos, porque todavía siguen 
conviviendo distintos sistemas dentro de la realidad del Ministerio. Se ha hecho un esfuerzo en la 
racionalización y en la sistematización de un conjunto de servicios sociales, muchos de los cuales existían y 
queremos aprovechar mejor, haciéndolos más eficientes, mejorar los servicios de atención -ya que existen-, 
por ejemplo, a los trabajadores y determinados sectores de familias en lo que hace al servicio médico, que se 
complementa con una inscripción voluntaria para internación en el Hospital de Clínicas; a un servicio de 
guardería, que tiene prestigio a nivel del Ministerio y hemos visto que es un gran auxiliar para los 
funcionarios; al desarrollo de un sistema de colonia de vacaciones que se ha democratizado y fortalecido a 
partir de la buena utilización de una colonia que ya existía: la Colonia de Vacaciones de La Coronilla, así 
como la incorporación a este sistema social de un conjunto de viviendas, recursos y cabañas que tenía el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas en La Paloma y otros lugares, con reglas de juego que están a 
disposición del conjunto de los funcionarios. 


Tuvimos particular interés en dos inmuebles del Maldonado -dos casas ubicadas en El Jagúel, que fueron 
transferidos a la Intendencia Municipal de ese departamento para realizar una actividad social dirigida a la 
recuperación de jóvenes con adicción. También tuvimos un fin similar para jóvenes y ancianos, junto a la 
Intendencia Municipal de Colonia, el MIDES y el Ministerio de Salud Pública, transfiriendo una mansión de 
la ciudad de Colonia que era propiedad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Se llevó a cabo una política de convenios intensa, pero cambiando algunos criterios en esta materia. Otrora - 
la época lo permitía- había convenios que hacían verdaderas maravillas, ayudando muchísimo a las 
instituciones deportivas y sociales del interior, realizando gimnasios y distintas obras, pero la verdad es que 
los recursos disponibles no nos dan para mantener el mismo nivel de convenio. Por lo tanto, hacemos un 
ranking de puntaje para establecer las prioridades y vamos realizando convenios en etapas, que nos permitan 
administrar los recursos. De a una partida sola no da para hacer un gimnasio o una piscina, pero las obras se 
pueden completar en más de un convenio. La participación de los vecinos en esto es fundamental; nos hemos 
encontrado con un instrumento bárbaro. Creemos que con los nuevos criterios vamos a llegar más lejos. Los 
ochenta convenios realizados han llegado a prácticamente todo el país y se va a poder seguir profundizando 
en esto. Quiero dejar expresa constancia de que no inventamos este mecanismo; al contrario, ya existía y 
tenía un enorme prestigio -que continúa manteniendo- a nivel de los ciudadanos de todo el país: 
prácticamente no hay organización social, deportiva, cultural ni de asistencia que no conozca estas políticas o 
que no haya participado de ellas. Me parece que esto es algo que hay que procurar cuidar mucho para que 
pueda seguir existiendo, porque ayuda a hacer cosas que no puede realizar un Gobierno nacional o 
departamental sin la participación y el compromiso de los vecinos. 


Se trabajó en la depuración y en el ordenamiento del Registro de Empresas. Tenemos dificultades en la 
plantilla de recursos humanos, porque si bien la reducción de personal en este Período ha sido muy 
importante -alrededor de quinientas personas en 3.700 que tiene actualmente el Ministerio-, determinadas 
cosas empiezan a hacer crisis. Los funcionarios tienen mucha edad; esto se siente mucho en los sectores 
obreros y en los sectores de trabajo directo. Existen dificultades para hacer procesos de selección, porque el 
trabajo del Ministerio de Transporte y Obras Públicas no siempre es en el mismo lugar y con la misma 
intensidad. Por lo tanto, el mecanismo de funcionarios permanentes es peligroso, porque podemos estar 
generando bolsones de trabajadores. Esto no pasa actualmente, pero existe el riesgo de volver a generar 
bolsones de trabajadores en algunos sectores. 


En materia de vialidad, ustedes tienen un detalle de lo realizado en 2006, que es lo previsto en la Rendición 
de Cuentas con algunas ponderaciones en el mantenimiento de la red vial. 


En 2007 nos planteamos un paso importante, aumentando significativamente la inversión en vialidad por los 
dos mecanismos que mencionaba: presupuestales y no presupuestales. Hemos tenido el tropezón que 
representaron las inundaciones y las lluvias en el país, pero no nos vamos a separar de los objetivos. 


Entonces, se va a seguir realizando el esfuerzo de la recuperación de la caminería rural en colaboración con 
las Intendencias. 


Ustedes recordarán que el año pasado nosotros decíamos que se habían duplicado los montos, pero al 
terminar 2006, no sólo ocurrió eso, sino que prácticamente se ejecutó el 100% por parte de cada Intendencia, 
logrando algo que nos llenó de orgullo y de satisfacción. Si mantenemos ese ritmo, rápidamente va a empezar 
a mejorar la caminería rural en general, no en algún departamento en particular, sino en el conjunto del país. 


Es claro que las lluvias del año 2007 nos hicieron retroceder en esto; por eso se ha resuelto por parte del 
Poder Ejecutivo disponer de US$ 5:000.000 para atender las emergencias. Eso no significa que dejemos de 
hacer lo que estaba previsto en materia de caminería rural, ni que nos separemos del programa de vialidad 
que teníamos en general. Simplemente implica que de algún lado tienen que salir esos US$ 5:000.000 para 
atender la emergencia, lo que está más roto, lo que hay que reparar porque no permite la circulación; y hasta 
ahora recursos extraordinarios no me han llegado de ningún lado. Tenemos los recursos que ya estaban 
previstos; no obstante, es preciso destinar esos US$ 5:000.000 a la emergencia. 


Los planteos que hacen las Intendencias son absolutamente de recibo, pero ni siquiera con esa suma vamos a 
poder atenderlos todos. En fin, vamos a ir saliendo de esta situación, pero después, en algún lado nos van a 
faltar esos US$ 5:000.000 que hemos dispuesto para este fin. 


SEÑOR GAMOU.- Yo sé que es dificilísimo hacer el cálculo, pero quisiera saber cuánto estima el señor 
Ministro que va a insumir el gasto extra debido a estas inundaciones y demás para poder completar el 
plan que ustedes habían propuesto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Tenemos varias cifras. Si hacemos la 
suma de lo que cada Intendencia nos manda en particular, nos da una cifra; si nos referimos a la suma 
que estimó la Comisión en la que se reunieron la OPP con técnicos de Naciones Unidas y demás, se 
hablaba de una emergencia que insumiría algo más de US$ 13:000.000. Nuestra estimación es que una 
parte de la emergencia vamos a poder atenderla con esta partida especial; otra parte, con un poco de 
buena voluntad, trabajo y algo de tiempo en el transcurso de este año lo vamos a ir absorbiendo 
naturalmente. Quizás aquellos caminos que ya se iban a reconstruir salgan algún peso más. Pero el 
drama se nos genera en lugares donde las Intendencias estaban realmente tonificadas en esto de 
ejecutar la caminería rural con este mecanismo: arrancaron en los primeros meses del año, ejecutaron, 
pero vino la tormenta y prácticamente perdimos dos veces. Esas son las dificultades. 


Creo que es fundamental que no nos equivoquemos, que no nos desacomodemos y salgamos a correr detrás 
de la pelota. Aquí hay un plan nacional, un plan departamental y rural y una emergencia. No tenemos que 
detener las líneas generales, aunque se nos puedan debilitar al final por esto de los recursos; es preciso seguir 
adelante y, mientras tanto, atender la urgencia. ¿Pero cuál es la urgencia- No es todo; si hablamos de caminos 
lavados, prácticamente toda la caminería de tosca del país está en ese estado. Entonces, hablemos de los 
caminos que no permiten circular, etcétera. Esa es la emergencia y para eso utilizaremos estos recursos y este 
mecanismo de rápida ejecución que están coordinando los técnicos de las Intendencias con los de Vialidad. 


Como ustedes pueden apreciar, más allá de la lista de acciones sobre los distintos caminos, a nosotros nos 
resulta un poco difícil decirles cuál es la carretera de 2008. Yo les voy a nombrar algunas carreteras que 
nosotros priorizamos, pero algunas se están haciendo en 2007, van a continuar en 2008 y otras se terminarán 
en 2009. Por ejemplo, la perimetral es una prioridad. Queremos terminarla; hasta entre nosotros, en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas nos hemos fijado una fecha para eso. En ese sentido, estamos a 
todo vapor en el proceso de expropiación de predios. Ya tenemos los proyectos y los llamados en la calle y 
así se va construyendo. Queremos empezar antes de que finalice este año, pero la obra de construcción de la 
perimetral va a insumir prácticamente todo 2008. 


Desde hace un tiempo se están realizando obras en la Ruta N* 101, pero eso se complementa con la Ruta N* 
102, con el llamado "tramo cero" que ahora tiene el agregado de la nueva ubicación del aeropuerto y que 
nosotros proyectamos prolongar hasta el arroyo Carrasco, en el límite entre Montevideo y Canelones, porque 
ahí visualizamos uno de los accesos que tienen que consolidarse por el lado oeste de la capital del país. 
También tenemos obras previstas para la avenida del Parque. 


Todo este es un sistema de obras que está planteado; algunas se están realizando y todas van a estar en obra 
en 2008, en distintas etapas. 


También estamos en obra en la Ruta N* 1; creo que terminaremos en 2008 la doble vía hasta la radial de 
Tarariras; en este tramo no se llega a Colonia. 


Después tenemos la Ruta N* 11, donde se están haciendo obras importantes en distintos tramos y nos 
proponemos que este año empiecen los trabajos para que se ponga en marcha el puente sobre el río Santa 
Lucía, que es el primero de los sumergibles reclamado. Todo el Uruguay reclama que sean sustituidos esos 
puentes sumergibles; el primero, porque es el que tiene mayor densidad de tránsito, es ese. Además, esto nos 
permitiría tener una alternativa muy importante de comunicación este-oeste. 


Asimismo, están planteados los accesos a Nueva Palmira; ese es otro tema clave. 
SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Y en la Ruta N? 19- 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Allí tenemos varios tramos, algunos 
de los cuales se están reparando en la emergencia. El que le interesa al Diputado Cardoso es un tramo 
que habrá que hacer, pero que no está siendo atendido ahora. Está siendo atendido el tramo del lado de 
Treinta y Tres que, aunque parezca mentira, está todavía peor. 


La lista de rutas es muy larga. Yo hago mención simplemente a lo que tiene una significación especial. 
SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿Se nos puede hacer llegar la lista- 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Sí, ya debe estar, pero no hay 
problema. 


Los accesos a Nueva Palmira es una materia que tenemos pendiente. Además, pasa algo parecido a lo que 
ocurre con los tramos ferroviarios. Nueva Palmira necesita accesos porque ha crecido, hay nuevos puertos 
privados y se hizo una ampliación de los puertos estatales. La situación siempre fue conflictiva y es 
insostenible. 


Paysandú está tonificándose fuertemente. Hay obras de mejoramiento en el puerto y hay cargas que han 
aparecido y que nosotros queremos fomentar, pero eso implica que el acceso a Paysandú se nos convierta en 
un nuevo problema. Ahora, ¿cómo se llega al puerto de Paysandú- 


Aparece un fenómeno nuevo: ENCE confirma y está trabajando para ubicarse en Conchillas. Nos parece 
bárbaro que eso funcionara, pero la Ruta N* 55 no estaba resaltada con ningún marcador. Si esa obra se 
confirma -como se está confirmando-, nosotros tenemos que salir ya a hacer una nueva Ruta N* 55. Hay un 
tramo en el que la propia fábrica tiene interés en poner a punto, pero no tenemos otro modo de resolver el 
problema que hacer una verdadera carretera en la Ruta N* 55. 


Con respecto a la Ruta N* 21 -siempre célebre por distintos motivos-, la Intendencia Municipal de Colonia 
suglere que esa zona se preserve para el turismo y para otro tipo de transporte. Eso nos plantea que también 
debe construirse una alternativa para esa ruta. Quiere decir que hay nuevos desafíos de inversión que van 
surgiendo de acuerdo con las necesidades. 


Hablamos del fortalecimiento del puerto de La Paloma y de la posibilidad de su desarrollo en la perspectiva 
de un puerto oceánico. Eso implica que la Ruta N* 15 tiene que ser sustituida por una ruta diferente, porque 
esa ruta no resuelve el problema que está planteado. 


Como los señores Diputados pueden ver, esta carrera nunca vamos a empatarla: siempre la vamos a estar 
corriendo de atrás. Por eso es importante tener la visión de ir resolviendo los recursos que nos permitan 
ejecutar las obras a tiempo, tanto en cuanto a la caminería como con relación a lo portuario. Si nosotros no 
preparamos los muelles ahora para recibir los barcos de mayor calado, cuando los barcos tengan que venir 
acá optarán por otro lado. La obra de infraestructura, la inversión, hay que hacerla antes. 


Quiero hacer otro comentario sobre seguridad vial. Tenemos a punto de culminar el proceso de discusión de 
la ley que crea UNASEV, que da los puntos principales de apoyo para su accionar. Ya hemos pedido al 
Congreso de Intendentes que nos sugieran nombres para tener en cuenta en la designación por parte del Poder 
Ejecutivo. Esta comisión ejecutiva o unidad tiene que ser realmente realizadora de políticas, si es que 
queremos empezar a trabajar con coherencia en la seguridad en el tránsito. 


En cuanto a las concesiones, insistentemente hemos reclamado en esta materia porque queremos promoverlas 
y porque necesitamos de ese complemento de la inversión privada, pero por otro lado, frecuentemente hemos 
estado discutiendo el cumplimiento de las concesiones. En ese sentido, se pudo superar en el año 2006 la 
Ruta N* 5, que se terminó y está funcionando bien. Creo que es una de las ganadas. También está 
funcionando normalmente la concesión en la Ruta N* 8, que había quedado muy reducida por los distintos 
procesos de renegociación. 


Tenemos la concesión grande, la nueva, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas con la Corporación 
Vial del Uruguay. Creo que está funcionando realmente muy bien. Allí hay una experiencia que hay que 
cuidar mucho. En estos días tenemos algunas dificultades con Consorcio del Este, que culmina su concesión 
en diciembre. Si nos ajustamos exactamente a la letra de los contratos, se está cumpliendo y se está 
controlando para que así sea. Pero, ¿qué pasa- En el año 2003 hubo una renegociación de este contrato y se 
rebajaron las exigencias de forma demasiado importante. Pasó el año 2003, el país se recuperó y las 
recaudaciones de la concesión también se recuperaron, por el doble sentido del peaje y porque en realidad el 
tique nunca perdió poder adquisitivo porque se ajustaba por salario y dólar. Entonces, hoy nos encontramos 
con que después de trece años nos están entregando una ruta que está bien -tal vez sea todavía la mejor ruta 
del país-, pero uno ve signos de deterioro y después que uno la recibe, el reloj empieza a correr en su contra. 


Hemos estado discutiendo con ellos, pidiéndoles alguna solución para que, del mismo modo en que, cuando 
la crisis, pidieron al Estado que se revieran las condiciones del contrato porque no podían sostenerse, ahora 
ellos revean de qué manera pueden suplementar las exigencias -no volviendo al año 2002- para entregar en 

mejores condiciones la concesión. 


Hubo idas y venidas. En determinado momento nos respondieron con un documento muy duro y nosotros 
frente a eso fuimos ante el Tribunal de Cuentas a pedirle que nos autorizara a iniciar la revisión de la 
concesión. Después de eso hicimos una nueva reunión con los concesionarios y estamos discutiendo. Es un 
trabajo que tiene que ver con estas relaciones entre lo público y lo privado. 


Dicho sea de paso, vamos a hacer llegar al Parlamento una invitación, porque los días 11 y 12 de julio se va a 
realizar una reunión de Ministros iberoamericanos en el que el tema a tratar será la obra pública y la 
participación de las inversiones privadas y se podrán intercambiar experiencias de otros lugares del mundo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Si esa negociación que están llevando a cabo con el 
concesionario culmina a satisfacción del Ministerio, ¿se podría renovar la concesión o el Ministerio ya 
tiene establecido un camino de salida- 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Vale la pena que quede claro: 
nosotros no vamos a renovar la concesión. La concesión vence en los últimos días de diciembre y no se 
va a renovar. Nosotros tenemos decidido que eso también pase a la administración de la Corporación 
Vial del Uruguay, pero estamos conversando porque puede haber alternativas, fórmulas que permitan 
que la empresa concesionaria pueda aumentar en algo el esfuerzo de mantenimiento que está haciendo 
en estos últimos meses. Yo creo que hay alguna solución, pero no la renovación de la concesión. Ellos 
saben que no es un tema que esté a consideración. 


En materia de hidrografía, la lista que pasamos en la Rendición de Cuentas es bastante gráfica. Prácticamente 
no hubo puerto del país ni punto en el país donde hubiera obras dependientes de la Dirección Nacional de 
Hidrografía en las que no se hayan realizado acciones en estos dos años. Lo mismo está planteado para el 
futuro con algunos desafíos importantes como, por ejemplo, obras en el Puerto del Buceo, en Montevideo, 
que también estamos analizando si podemos hacerlas con aporte privado, u obras muy importantes que se 
están llevando a cabo en el Puerto de Punta del Este y que pretenderíamos completarla con algunas 
inversiones privadas que mejoraran todo el entorno. 


En la Dirección Nacional de Arquitectura tenemos, por un lado, la responsabilidad de la torre ejecutiva, que 
ya fue aludida y, por otro, el mantenimiento de las emergencias de las escuelas de Montevideo y Canelones, 
compromiso que hemos asumido en coordinación con ANEP. Asimismo, quiero hacer una afirmación, a 
cuenta de lo que pueda ser de interés de los señores Diputados. Más allá de las dificultades, de encuentros y 
desencuentros -algunos son públicos- este Ministerio de Transporte y Obras Públicas no se ha planteado la 
disolución de la Dirección Nacional de Arquitectura, porque creemos que es un instrumento de mucha 
importancia para el país, que hay obras que solo puede realizar esta Dirección, otras en las que es un punto de 
referencia imprescindible para las obras del Estado, y además porque los números lo demuestran. Es decir, 
las acciones van creciendo. Sí tenemos problemas de personal y, en ese sentido, estamos haciendo un llamado 
que hemos organizado de una manera que nos ha resultado compleja, aunque nos parece que es la forma que 
puede dar mejor resultado, habida cuenta de que es necesario contratar el personal donde se necesita. Este 
llamado se está organizando en coordinación con las comisiones departamentales de trabajo de cada 
departamento. Después el escribano Fernández podrá dar testimonio de la complejidad que ha significado 
esto, pero a corto plazo tendremos resultados. 


Por su parte, la Dirección Nacional de Topografía está trabajando bien; tal vez debamos fortalecerla al igual 
que a la Dirección Nacional de Hidrografía. Para que no me reclame el ingeniero Juri, necesitamos algunos 
técnicos más, tanto en la Dirección Nacional de Hidrografía como en la de Topografía. Está trabajando a paso 
forzado por la cantidad de trámites de expropiación que lleva adelante, en virtud de las obras que se están 
impulsando. Sin embargo, la acción de la Dirección Nacional de Topografía no se ha limitado. El país ha 
avanzado mucho en la democratización de la información geográfica, que fue uno de los objetivos que nos 
planteamos al inicio de la gestión, en una coordinación mayor entre las distintas entidades y e Intendencias 
Municipales que tienen que ver con la información geográfica. Creo que la gestión va mejorando. El país 
tiene un capital muy importante en este sentido, que debe estar al servicio de la población en general, ya que 
no podía ser un patrimonio de quienes acceden a la información. Creo que se ha avanzado bastante en este 
aspecto. 


En materia de transporte, tengo la tentación de repasar un conjunto de temas en los que se ha avanzado 
mucho. Es necesario seguir construyendo las condiciones para que Uruguay cuente con un sistema de 
transporte multimodal que aproveche todas las potencialidades, que desarrolle la competencia entre los 
distintos sectores y que, a su vez, resulte para el país un complemento en beneficio del costo del flete. Para 
lograrlo, se necesita, inclusive, el perfeccionamiento de normas que existen, pero están pensadas 
parcialmente para cada sector por separado. Estamos procurando encontrar una forma, mientras vamos 
resolviendo algunos temas pendientes en materia de organización, para poder empezar a promover algunas 
ideas en materia de legislación, que es lo que dará permanencia a los cambios. 


No obstante, a nivel del transporte en general ha habido mejoramiento en cuanto a las coordinaciones, rebaja 
del boleto en todo el país, vinculada a la puesta en marcha del fideicomiso del gasoil -hoy ya vigente- que, a 
nuestro entender, ha resultado un éxito redondo en cuanto a la concepción y los instrumentos que nos ha dado 
para el transporte de pasajeros y de carga. El 1* de julio se rebajará nuevamente las tarifas de transporte 
carretero de corto, mediano y de larga distancia. El fideicomiso, a su vez, nos ha dado un instrumento que 
puede acompañar la renovación de flota que está detenida debido a las dificultades financieras que tienen 
muchas empresas desde el 2002 o el 2003 en su relación con las instituciones bancarias. Se van cerrando 
heridas viejas y avanzando. 


En materia de transporte hay una larga lista de temas en la Rendición de Cuentas que está a disposición de los 
señores Diputado; introducirme en estos temas sería alargar innecesariamente este planteo. 


Ahora pasaríamos a comentar el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de acuerdo, procederíamos de esa forma. De cualquier 
manera, debemos tener en cuenta que a la hora 16 tendremos que estar en Sala. Creo que el tiempo de 
que disponemos alcanzará para discutir porque se trata solo de cuatro artículos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Tengo algunas consultas respecto de la ejecución y no del 
articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Ministro terminará su consideración de los cuatro artículos y luego los 
Diputados harán las preguntas que estimen pertinentes. 


SEÑOR JURI.- Respecto del articulado del Inciso 10, Ministerio de Transporte y Obras Públicas, hay 
dos artículos -189 y _190- que están relacionados directamente con la Dirección Nacional de 
Hidrografía. 


El artículo 189 modifica el artículo 67 de la Ley_N* 16.462 de 11 de enero de 1994, que establecía la 
habilitación y los límites del denominado Puerto de Punta Carretas, en el departamento de Montevideo. La 
modificación del artículo que se propone es la unificación, al final de su texto, de lo que sería la 
administración en una única autoridad, que sería la portuaria, que ejerce el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, ya que en un inciso del artículo 67 de la ley mencionada se establecía que una parte del recinto 
portuario sería administrada en forma conjunta entre la Dirección Nacional de Hidrografía y la Intendencia 
Municipal de Montevideo. 


El problema es que esta administración conjunta es inviable desde el punto de vista administrativo, ya que se 
han presentado casos en los que ninguno pudo actuar, porque no podíamos resolver las cuestiones 
administrativas. Se hicieron contactos con la Intendencia, hubo acuerdo en modificar el artículo y es una 
simple corrección de carácter administrativo respecto de la jurisdicción de competencia en ese sentido. 


El artículo 190 deja sin efecto una obligación de publicar en la prensa el otorgamiento y la extinción de 
derechos de aprovechamiento de agua, que establece el Código de Aguas en su artículo 167, es decir, el 
Decreto Ley 14.259. La razón de esta supresión es que en los hechos nunca se ha operado, nunca fue aplicado 
como tal, dado que el otorgamiento de concesiones de aguas recibe publicidad previo a su aprobación 
mediante la citación a audiencia pública por el Diario Oficial y la prensa del departamento donde se implanta 
la actividad del uso de agua. Los permisos de uso se expiden por períodos breves, en ocasiones por una sola 
zafra y, por lo tanto, imponer dos publicaciones simplemente agregaría un costo significativo para el usuario, 
sin un beneficio concreto para el interés público. La información acerca de los derechos otorgados y su 
vigencia puede obtenerse directamente del Registro Público de Aguas. De manera que también es una 
regularización administrativa suprimir algo que se exigía, que no se ha usado nunca y que no es necesario. 
Esa es la única razón por la cual se hace esa propuesta. 


En el articulado del Inciso 10, Ministerio de Transporte y Obras Públicas, estos son los únicos dos artículos 
que tienen relación con la Dirección Nacional de Hidrografía. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El artículo 191 es muy sencillo: 
pasamos la responsabilidad y la organización de todos los sistemas de pesaje por carretera a la órbita 
de la Dirección Nacional de Transporte. Eso va unido a toda una reestructura y a un acuerdo que se 
hizo con el LATU para asegurar la certificación de las balanzas y así evitarnos ese eterno proceso de 
discusión acerca de si las balanzas pesan o no, si lo hacen bien o mal. Lo que se está concretando acá 
simplemente es parte de esa transformación. 


En el artículo 191 aparece un texto que, en su primer inciso establece: "[...] pasará a la Unidad Ejecutora 
004", y debe decir "007". 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ya lo había detectado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Lo otro es, simplemente, para 
afirmar las competencias del personal dedicado a las inspecciones y contralores de la Dirección 
Nacional de Transporte. 


También tenemos la intención de hacer un breve comentario acerca de un artículo del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Me refiero al artículo 229, que es importante y por el cual se 
traspasan competencias relacionadas con la responsabilidad sobre recursos hídricos. 


SEÑOR JURI.- Con respecto al artículo 229, propuesto por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, debo decir que ha sido analizado exhaustivamente y tenemos algunas 


correcciones para proponer que, más que nada, se sustancian en un elemento del tercer párrafo. Allí se 
establece: "El Poder Ejecutivo reglamentará dentro del plazo de noventa días a partir de la vigencia de 
la presente ley", y la propuesta de nuestro Ministerio es: "El Poder Ejecutivo reglamentará este 
artículo dentro del plazo de noventa días a partir de la sanción de la presente ley". 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quiero hacer tres consultas: dos de ellas muy puntuales y otra 
más general. 


Me gustaría saber si el señor Ministro puede explicarnos el proceso de finalización del nuevo puente sobre el 
río Santa Lucía cuando se hizo cargo del Ministerio. Me refiero a detalles como, por ejemplo, cuánto faltaba 
para terminarlo, cuál era la empresa que estaba a cargo, a qué empresa se confió dicha tarea, cómo se 
procedió a la rescisión del contrato, cuáles fueron los costos estimados antes y cuáles fueron los costos 
pagados para la finalización de la obra. 


También me interesa conocer si este año se podrá ejecutar una partida de dinero que el Ministerio tenía para 
la reparación del Museo del Ministerio de Educación y Cultura ubicado en la Quinta de Herrera, obra que 
está inconclusa y que viene deteriorándose a pasos agigantados. 


La tercera consulta tiene que ver con el Plan de Regulación Hídrica para el departamento de Rocha. Ya 
hablamos acá acerca de ese Plan cuando se trató el Presupuesto quinquenal. Es una obra de la que hablamos 
todos los años en el departamento y una vez más en ocasión de esta última inundación porque, obviamente, 
causó problemas. Cada vez que tenemos ese tipo de situaciones se vuelve a hablar del proceso de finalización 
de estas obras. Tengo alguna noticia -no la puedo confirmar; se lo preguntaré al señor Ministro de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- sobre que hay un asunto pendiente con el impacto ambiental de 
la obra, pero me gustaría conocer el plan que tiene el señor Ministro para llevar adelante ese proyecto. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Creo recordar que la última vez que 
concurrimos hicimos un informe bastante exhaustivo. Como ustedes recordarán, fue una obra que 
culminó en diciembre de 2005 pero para dar una respuesta con precisión preferiría reunir la 
información y enviársela al señor Diputado. 


En su momento hicimos los trámites, inclusive, recurriendo al Tribunal de Cuentas que, a su vez, autorizó la 
contratación directa de la empresa que estaba subcontratada en el Consorcio Ruta N” 1. El porcentaje de obra 
realizado era avanzado; lo que faltaba era un porcentaje menor. Lo que sucede es que la obra estaba casi 
paralizada y, además, con la amenaza de que todos los recursos que ingresaban al Consorcio quedaran 
bloqueados por procesos de embargo en la recaudación que estaba en curso, al punto que en algún momento 
tuvimos que hacer gestiones para que estos embargos no llegaran a afectar el 100% de la recaudación, porque 
podrían hacer que se parara en forma definitiva. Es un proceso que tiene su complejidad, que 
afortunadamente se resolvió de manera exitosa, en buenos plazos y todavía no sabemos si existe una 
demanda por parte de las autoridades de Consorcio, en qué situación está. No conocemos que exista una 
demanda, lo que habla de lo bien que cerró el conjunto de la operación. 


Con mucho gusto vamos a recoger los antecedentes y los haremos llegar. 


SEÑOR ASTL.- A raíz de la pregunta del señor Diputado José Carlos Cardoso y de la culminación de 
este proceso -teniendo en cuenta que enviarán un informe- nos interesa saber cuál es la situación en 
que quedó la empresa o el consorcio que ejecutaba la obra por concesión con respecto al Ministerio y, 
en particular, las anotaciones que corresponden al registro de empresas constructoras de obras 
públicas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- No tenemos relación con esa 
empresa; no existe más. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Tampoco tenemos noticias del consorcio. Podíamos esperar algún tipo de 
reclamación o de reconvención sobre la rescisión que decretamos, pero nunca hubo. Lo que sabemos es 
que este consorcio, formado por empresas argentinas, tenía un grave problema con el Fisco del 
Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Respecto al museo de la Quinta de 
Herrera, hemos buscado la partida pero no la hemos identificado. En lo personal, tengo sumo interés y 
hasta he estado presente allí, porque es una injusticia el deterioro de esa quinta. Vamos a tomar 
iniciativa para procurar actuar en la medida de nuestras posibilidades, aunque la Dirección Nacional 
de Arquitectura tiene limitación de recursos propios. Tanto es así que, en su oportunidad, hablamos 
con allegados a la quinta sobre la posibilidad de que aportaran algún material para, a su vez, poner 
nosotros el trabajo y ver cómo complementarnos. 


Cada vez que paso por allí tomo conciencia de que no podemos demorar mucho porque hay deterioros en una 
de las salas, que están generando daños muy grandes, inclusive al mobiliario que hay adentro. Somos 
plenamente conscientes de que hay que hacer algo al respecto. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero recordar a los presentes que en determinado momento concurrimos a la 
quinta con el señor Ministro, el señor Diputado Gandini y el ex Presidente Lacalle. Allí quedó patente 
el interés del señor Ministro por el tema de la Quinta de Herrera. Es simplemente por problemas de 
trabajo que no ha habido avances, pero tomamos en cuenta el compromiso hecho en aquel momento. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Inclusive, la casa museo es privada; 
no es del Estado uruguayo. Eso nos impone encontrar la forma de actuar sobre ese bien, pero 
tratándose de lo que se trata seguramente hallaremos caminos de superación. Tenemos que reunir los 
recursos para poder actuar, pero por lo menos en el tema del techo sería imprescindible hacerlo 
rápidamente, y lo procuraremos. 


En lo que tiene que ver con el plan de regulación hídrica de Rocha, sabemos que el efecto que esta última 
inundación tuvo sobre Coronilla es de los peores y, de algún modo, volvió a replantear en los vecinos la 
preocupación sobre este tema, que viene de lejos. 


Hemos llevado a cabo alguna acción de aquel plan que se había definido, y otras estarían prontas muy 
rápidamente. Hay que seguir trabajando según el ordenamiento establecido. Vamos a solicitar al ingeniero 
Juri que nos ponga al día, en primer lugar, sobre las dificultades planteadas actualmente, relacionadas con 
una autorización medioambiental para poder realizar la limpieza de uno de los cursos principales que permite 
el drenaje, y en segundo lugar, acerca de las etapas previstas en el plan general. 


SEÑOR JURI.- Respecto al proyecto de regulación hídrica de los bañados de Rocha, en este momento 
está en ejecución la Etapa 1A, de cuatro previstas. Esta etapa comprende las derivaciones del Canal N? 
2 al Canal N” 1 por las cañadas La Perra y Agosto Cabrera, así como la remoción de terraplenes 
particulares que dificultan el flujo; la construcción de un puente sobre el Canal N” 2, badén y 
alcantarillas en Camino a Paso Barrancas; el reacondicionamiento de limpieza de cauce de las 
nacientes del río San Luis; y el acondicionamiento de la vía de escurrimiento principal del estero de 
Pelotas. 


En realidad, tendríamos que esperar la autorización ambiental previa de estas obras, pero hemos logrado con 
la DINAMA liberar algunas de ellas que no implicaban la necesidad de estudios de consecuencias 
ambientales importantes. Por lo tanto, algunas ya se han ejecutado y otras están en proceso de ejecución. Las 
obras ejecutadas son la remoción de terraplenes en campos de Damonte y Uriarte y el corrimiento de algunos 
de ellos. Esta es la única obra terminada, que se ejecutó el año pasado. En la inundación de este año 
comprobamos con mucha satisfacción -contamos con fotografías aéreas- el correcto funcionamiento, no de 
contención de la inundación sino de la parte local donde están construidas estas obras, que tuvieron un 
eficiente resultado en materia de protección de los campos. 


La obra que ya está licitada y adjudicada, y se está iniciando en estos días por parte de la empresa SACEEM 
es la construcción del puente del Camino a Paso Barrancas, badén y alcantarillas. Consideramos que estará 
terminada antes de la próxima zafra de arroz. 


Respecto a la limpieza de los ríos San Luis y estero de Pelotas, la obra está a la espera de la autorización 
ambiental previa. En estos días hemos tenido la comunicación de la Directora Nacional de Medio Ambiente 


de que iba a librar lo antes posible la realización de la audiencia ambiental que se requiere en estos casos, lo 
cual iniciaría el paso final de la autorización. 


Tenemos dispuesto conversaciones y tramitación de convenios con el Ministerio de Defensa Nacional y el 
Batallón de Ingenieros del Ejército para que alguna de estas obras, particularmente la limpieza del río San 
Luis, sea ejecutada con personal y equipo del Ejército. Eso está todo pronto a la espera de la autorización 
ambiental. 


En cuanto a las etapas siguientes, la Etapa 1B, que de acuerdo con el pliego de contratación de la consultoría 
que está haciendo el proyecto ejecutivo recién comenzaría a realizarse una vez aprobada ambientalmente la 
Etapa 1A, hemos acordado con el consorcio consultor, Ibersis-Evarsa, que inicie las tareas del proyecto. De 
manera que desde hace dos o tres meses ya está en ejecución el proyecto ejecutivo de la Etapa 1B. Estas 
obras van a ser las siguientes: construcción y/o reacondicionamiento de terraplenes de Defensa en Barrancas 
y San Luis del Medio; obra de derivación controlada de caudales desde la margen izquierda del Canal N* 2 
por el estero Punta Negra, con obras complementarias de conducción, paso y defensa; una obra de derivación 
controlada de caudales desde la margen izquierda del Canal N* 2 por la Cañada Grande, en las mismas 
condiciones que la anterior; otra tercer obra de derivación controlada de caudales desde la margen izquierda 
del Canal N* 2 por el arroyo Averías, con obras complementarias de conducción, paso y defensa. También se 
prevé en esta etapa, una vez que esté pronto el proyecto, a inicios del año próximo, obras en laguna Negra, 
incluyendo el canal Corral de Palmas y compuertas correspondientes; y una presa vertedero en el Canal N* 2 
en Averías. Esta es una de las obras más importantes, ya que prácticamente completaría la mayor parte del 
desvío de las aguas que hoy vierte el Canal N* 2 al Océano Atlántico en La Coronilla. Las restringiría y las 
devolvería a la cuenca de la laguna Merín. 


Como dije, la Etapa 1A está en ejecución, con algunas obras a la espera de la autorización ambiental, y en la 
Etapa 1B se está apurando el proyecto para hacer las licitaciones a la brevedad posible. 


SEÑORA ONTANEDA.- En primer lugar, nos parece que es importantísima la creación de la 
Comisión. Pero consideramos que todavía es un debe del Poder Legislativo solucionar la norma vial 
nacional, que es una herramienta válida para que la competencia de esa Comisión esté plenamente 
dada. 


En segundo término, quiero saber si el Consorcio Ruta N* 9 tiene plazos de terminación de las obras. Si estos 
plazos no fueran cercanos, se podría mediar para la solución del empalme de la Ruta N* 9 con la Ruta N* 37 y 
la Ruta N* 9 vieja a la salida de Pan de Azúcar. Nos gustaría saber si el señor Ministro o sus técnicos saben si 
se empezaron los estudios técnicos correspondientes. 


Por otra parte, quisiera conocer la situación en la que se encuentra la Ruta N* 30, entre Artigas y Bella Unión. 
Este es un mandado de mis colegas anteriores, que están bastante preocupados por la accidentalidad que está 
teniendo esa ruta por las problemáticas que tiene. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En la Ruta N” 9 está en parte 
Consorcio del Este; es la misma concesión y tiene el mismo destino. 


En cuanto a Pan de Azúcar, lo único que nos preocupa es el trazado que hay desde que se sale de la Ruta 
Interbalnearia hasta retomar el camino hacia San Carlos. Allí hay una serie de problemas que no son nuevos y 
a los cuales tenemos que encontrarles solución. Se ha pensado en un trazado alternativo distinto, pero no es 
fácil, porque de un lado está el parque, del otro una cancha de fútbol y del otro la ciudad. Es cierto que 
especialmente los fines de semanas se convierte en un paso peligroso. El trazado de la ruta no es una ruta 
tipo, sino más bien el aprovechamiento de la ruta que existía. No es un tema sencillo. Lo único que nos 
preocupa es ver si encontramos alguna alternativa, pero estamos hablando de obras grandes. 


Es una sorpresa que una Diputada del sur me haga una pregunta sobre el norte, pero está en todo su derecho. 
Aprovechando la oportunidad que me da, quiero decir que nunca en la historia, la Ruta N* 30 estuvo como 
ahora; nunca. Es una ruta, no es una autopista; es una ruta que tiene tramos complicados, pero firmes y todos 
bituminizados. Además, tiene señalamientos adecuados en todos los tramos y en los puentes, algunos 
angostos -puentes angostos tenemos algunos acá muy cerca- y otros sumergibles -de los que también 
tenemos-, como el del río Santa Lucía. 


Aparte de que la Ruta N* 30 nunca estuvo mejor, estamos ampliando por la totalidad la inversión que se hizo, 
que fue muy importante, para hacer nuevo el tramo La Coqueta-Masoller, a fin de volcarlo a un tramo 
similar. Cuando las rutas tienen esas características se hacen de a tramos, y esta es una inversión nuevamente 
importante. 


Además, se está realizando la preparación de obras especiales en el repecho de Pena porque, según dicen los 
técnicos, la carpeta tipo no puede ser fácilmente aplicable sin que se desprenda y, por lo tanto, están 
procurando llevar adelante una experiencia para ver si a ese lugar, que históricamente es muy comprometido, 
le podemos sacar el problema de las piedras que se desprenden. Se trata de un lugar que no solo es muy 
empinado sino que va tirando piedras cuando el camión quiere prenderse para subir. Antes de hacer la 
ampliación de la licitación sobre la Ruta N* 30, se va a actuar sobre el repecho de Pena. Como si esto fuera 
poco, de los dos puentes principales sumergibles, está en discusión si se hace el del arroyo Cuaró y o el del 
Yucutujá. El que está previsto es el del Yucutujá, que es el más grande, el más largo, pero los vecinos dicen 
que cuando se inunda, el agua se va rápido, por lo que sería más necesario el del arroyo Cuaró que, no siendo 
tan grande, demora más días en desagotarse. Esto es lo que sé yo. La ingeniera García podría hablar toda la 
tarde del tema. Esta es una preocupación que tenemos porque los vecinos del norte nos han reclamado con 
mucha fuerza y nosotros lo recibimos con mucha fuerza. Me animo a decir que nunca estuvo mejor de lo que 
está ahora. 


Tenemos ahí algunos vecinos que también merecen que les demos alguna manito. Me refiero a los vecinos de 
Cabellos de Baltasar Brum, porque ahí hay un largo camino de tosca, un poco peligroso. Si sobra algún 
pesito, que no se lo lleve todo la Ruta N* 30, así se puede hacer alguna cosita para Baltasar Brum. 


SEÑOR ASTI.- Con respecto al artículo 189, debo decir que el tema de la administración conjunta del 
puerto de Punta Carretas ya había sido tratado, creo que en el Presupuesto. De ambos lados del 
mostrador tenemos compañeros que tuvieron la camiseta puesta del Gobierno departamental. Sé que 
la Intendencia ha hecho un llamado a expresión de interés en un conjunto de obras sobre la rambla y, 
en particular, sobre este puerto. En aquel momento el Ministerio -creo que fue en ocasión de 
considerar el Presupuesto o la Rendición de Cuentas anterior; no recuerdo la fecha- volvió a esta 
redacción, en la que se mantenía la posibilidad de que la Intendencia tuviera administración en esta 
área. El señor Ministro adelantaba que había habido acuerdos en ese sentido. ¿Cómo quedarían esos 
llamados a expresiones de interés en este caso- 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es cierto; la Intendencia hizo un 
llamado importante que también tuvo una respuesta muy importante. Nosotros en ese llamado solo 
participamos en dos puntos: en el puerto del Buceo -donde hemos estado coordinando 
permanentemente para ver cómo podemos hacer la obra de mejoramiento lo más rápidamente posible 
pero sin afectar los proyectos generales que se plantea la Intendencia- y en este lugar de Punta de las 
Carretas. Allí hay una terminal que depende de la Dirección Nacional de Hidrografía y que no está en 
uso. Como en algunos de los proyectos se manejaba la instalación de una nueva terminal de pasajeros, 
necesariamente entraba en el ámbito del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, según fuera esta 
terminal, de la Dirección Nacional de Hidrografía o de la Administración Nacional de Puertos. Hemos 
estado en coordinación con la Intendencia Municipal de Montevideo, inclusive este texto que 
promovemos es de su conocimiento. Lo que nosotros queremos es precisamente facilitar el futuro de 
esto. Más allá de que la iniciativa es de la Intendencia y de que ella lo va a regir, hay actividades que 
pertenecen a la jurisdicción del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Entonces, si estamos 
ordenados en esa materia mejor. 


El asunto hizo crisis porque una instalación deportiva que hay allí tiene un tejido para proteger los 
estacionamientos. Se ha hablado con ellos de buena fe y creemos que no habrá ningún problema en resolver 
esto cuando se necesite. Pero, ¿qué pasa- Es una tentación. Ellos han ido corriendo el tejido, entonces 
siempre estamos amagando. No hay cosa peor cuando dos zagueros amagan entre sí y la pelota pasa por el 
medio. Entonces, amaga la Intendencia, porque es su jurisdicción y amaga el Ministerio, porque también es 
su jurisdicción y, en los hechos, ellos van corriendo de a metrito el tejido. Les hemos dicho: "No se hagan los 
vivos". Y nos dicen: "No, cuando precisen, lo sacamos". Pero en los hechos van amagando. Entonces, nos 
pusimos de acuerdo en un texto que defina claramente cuál es la competencia de cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a elevar una moción al pleno pidiendo autorización para sesionar. De 
pronto, durante la media hora previa podemos terminar la sesión, porque para las 16 y 30 o 16 y 40 
quedan aproximadamente cincuenta minutos y todavía faltan hacer uso de la palabra cinco oradores: 
la señora Diputada Peña Hernández y los señores Diputados González Álvarez, Posada, Tajam y 
Duarte. 


SEÑOR POSADA.- Me voy a permitir discrepar con usted. Creo que las Comisiones deben levantarse 
a la hora que comienza la sesión, tal como se establece en el Reglamento. Eventualmente, después que 
son autorizadas, pueden continuar. Esta es una costumbre que se ha venido alterando en los últimos 
tiempos. No es bueno que en esta Comisión en particular no se respete lo que dispone el Reglamento. 
Desde ese punto de vista, vamos a solicitar el cumplimiento del Reglamento. De pronto, podemos 
acordar con el señor Ministro una nueva instancia. Como dice el señor Presidente, tal vez esta sesión no 
nos lleve más de treinta o cuarenta minutos, pero el respeto al Reglamento es una garantía, en 
particular para las minorías. Por lo tanto, lo vamos a respetar y exigir su respeto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto que conocemos el Reglamento, pero hay realidades. Más allá de 
la forma en que actúan otras Comisiones -que es tal cual lo acaba de expresar el señor Diputado-, es 
normal que se pida una prórroga, sobre todo cuando se trata de treinta o cuarenta minutos, aunque no 
esté establecido en el Reglamento. 


Por otra parte, como integrante de esta Mesa les comunico que estoy muy preocupado porque los plazos se 
nos han estrechado tremendamente. Si no se solicita la comparecencia de otros Ministros o que vuelva el 
equipo económico, estaríamos terminando el 21 y el plazo vence el 29 del corriente. Además, tenemos que 
votar, que hacer informes y considerarlo en la Cámara. Por supuesto que esta Rendición de Cuentas se va a 
tratar en la Cámara. Es por eso que estoy haciendo este planteo, con mucho respeto; espero que se entienda 
cuál es el motivo. 


SEÑOR GAMOU.- No sé si esta es una violación del Reglamento, pero si ustedes me dicen que se 
quiere hacer con ánimo de dolo, para evitar que se suscite una sesión, lo puedo entender. En realidad, 
me animaría a decir que luego de que hagan uso de la palabra los oradores que restan, estaríamos 
terminando esta reunión antes de que comience la sesión o, sin duda, antes de que finalice la media 
hora previa. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- En esta Comisión, el señor Presidente tiene por lo menos tanta 
experiencia como yo. Recuerdo que en otros Períodos lo que ocurría en estas circunstancias era que a 
las 16 y 25 o 16 y 15 preguntábamos al señor Ministro si se podía quedar un ratito más, todos íbamos al 
plenario, solicitábamos autorización para sesionar y cuando la Cámara la daba formalmente, 
volvíamos a la Comisión. Si el señor Ministro y el cuerpo importante de asesores que lo acompañan 
tienen unos minutos más, me parece que esa podría ser una solución y contemplaríamos el Reglamento 
y el apuro que todos tenemos por terminar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos vamos a informar del momento en que comience la Cámara o cuando 
haya hecho uso de la palabra el tercer compañero en la media hora previa para levantar 
momentáneamente la reunión e ir a Sala. Le pedimos a la Mesa que vote la moción y volvemos. 


SEÑOR POSADA.- No nos violentaría en absoluto fijar una reunión para un lunes. Es un día que 
razonablemente se ha dejado libre a pedido de todos, pero no nos importaría que se dispusiera de 
alguno de esos días si se necesita para culminar en tiempo y forma la discusión de la Rendición de 
Cuentas. 


Insisto en que, de acuerdo con lo que establece el Reglamento, tenemos la obligación de estar en Sala a partir 
de la hora 16, que es la hora en que está fijada la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay flexibilidad, levantaríamos la sesión. 


SEÑOR GAMOU.- Si no hay flexibilidad ahora, yo tampoco voy a tener flexibilidad. Entonces, 
levantaríamos la reunión a la hora 16 y no voy a votar una nueva concurrencia del señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, porque los lunes tenemos Mesa Política, todo el mundo tiene reunión de 
bancada y creo que el Partido Nacional tiene reunión de Directorio. Estamos pidiendo una flexibilidad 
de media hora. 


SEÑOR POSADA.- El que no tiene flexibilidad es el Reglamento. 


SEÑORA CHARLONE.- Me parece que nos está llevando más tiempo esta discusión que formular las 
preguntas al señor Ministro. A esta altura, cinco o diez minutos más o menos, no hacen a la cosa. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Sigamos hasta las 16 y 30 y después vemos. 
(Apoyados) 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer algunas consideraciones respecto a algunos artículos y 
algún tipo de pedido mío o de otro compañero. El señor Diputado Doti Genta -yo también estoy 
haciendo mandados para el norte del país- me pidió que les hiciera unas cuantas preguntas, que no 
pretendo que sean contestadas en el día de hoy porque me imagino que es imposible conocer la 
situación de todo el entramado vial. El señor Diputado Doti Genta quisiera saber cuándo comienzan 
las obras en la Ruta N” 26, entre Paysandú y Tacuarembó. Se trata de una ruta importante para el 
relacionamiento entre el este y el oeste del norte del país. Esa obra incluye el ensanche, el puente y el 
tratamiento bituminoso simple. 


Él también quisiera saber qué sucede con las obras en la Ruta N* 90, en la Parada Esperanza, pasando por 
Orgoroso, hasta la radial con la Ruta N* 25, en la que se debe hacer tratamiento bituminoso doble en una 
extensión de cincuenta y cinco kilómetros. Estas dos obras están en el planillado del Presupuesto quinquenal 
pero no han comenzado, y el señor Diputado quiere saber quién las va a hacer, si se va a llamar a licitación o 
se va a encargar el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Según entienden el señor Diputado y sus asesores, las Rutas Nos. 90 y 26 necesitan una capa asfáltica. 


La Ruta N* 90, que pasa por las Termas de Almirón, fue hecha hasta Guichón pero no está concluida. Su 
estado es bastante malo, aunque pasa por ese lugar turístico tan importante para el departamento y para el 
país. 


Desde hace años se viene solicitando la bituminización de la Ruta N* 4. Hablamos de los 20 kilómetros que 
van desde Guichón hasta el Paso Andrés Pérez, sobre el río Queguay; ese tramo de ruta es de balasto. 


Voy a referirme ahora al sur del país; de esta zona puedo hablar con un poco más de detalle porque la 
conozco mejor. 


Quisiera saber qué tratamiento se está dando a la Ruta N* 60, que comienza en la Ruta N* 12, donde está el 
puente Minas Viejas -que era de madera y fue reestructurado-, cuyo arreglo y ensanche he reclamado porque 
en el estado en que está resulta peligroso; si bien últimamente no hemos tenido que lamentar ninguna víctima 
fatal, el puente tiene su historia en cuanto a accidentes. La Ruta N* 60, que comienza allí y llega hasta Pan de 
Azúcar, año a año ha sido objeto de emparches, pero el riesgo asfáltico que se le hace no dura nada. En esa 
zona hay alguna explotación forestal y el tránsito es bastante importante. En este momento está en buenas 
condiciones, pero reitero que todos los años hay que arreglarla. En verano arreglamos esa ruta y siempre se 
generan problemas de tránsito para la gente que va a visitar nuestra ciudad. 


Por otra parte, hace un mes que no transito por la Ruta N* 12, pero el tramo que corresponde al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, en los límites del departamento de Maldonado tiene baches que pueden 
provocar importantes accidentes de tránsito, porque las ruedas de los autos pueden quedar dentro de los 
pozos. Quiero que esto se tome en cuenta porque el estado de la ruta es peligroso. 


Además, quisiera que se resumiera cómo se manejan los convenios entre el Ministerio y la ANEP. Me 
imagino que será la ANEP la que decida qué escuela tiene prioridad y cómo deben evolucionar los trabajos. 


En cuanto al plan de iluminación de las rutas, quiero hacer una propuesta que para mi departamento y para 
muchas ciudades, pueblos y villas del país resulta muy importante. Me gustaría que el Ministerio estudiara la 
posibilidad de iluminar el paso de la Ruta N* 8 sobre Villa Solís, en Solís de Mataojo. Habría que hacer una 
obra de iluminación que sobrepase la capacidad del Gobierno Municipal, porque hablamos de una ruta 
nacional. Quisiera saber qué posibilidades hay de hacer un cruce de ruta sobre Solís de Mataojo. 


Antes de continuar, quiero agradecer que se haya hablado sobre AFE y sobre cómo va evolucionando. 


En cuanto al artículo 192, en cuya parte final se establece que los funcionarios de la Dirección Nacional de 
Transporte podrán actuar en todo el territorio nacional, ejerciendo las atribuciones inherentes a dichas 
funciones, quiero decir que, sin lugar a ningún tipo de dudas, con esto se viola la autonomía municipal. 
Mientras no haya una ley que disponga lo contrario, el tránsito es materia departamental. Inclusive, creo que 
las multas que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas ha puesto dentro de la ciudad son totalmente 
ilegales y que los montos correspondientes deberían ser devueltos a todos y cada uno de los que fueron 
sancionados. Hay que considerar, además, que el Senado está considerando un proyecto de ley relativo al 
transporte nacional que sigue dejando el contralor en la órbita municipal; así se establece en los artículos 12, 
13 y 14. Insisto: el contralor del tránsito se deja en manos de las Intendencias. Por eso consideramos que la 
parte final del artículo 192 lesiona la autonomía municipal, y nos opondremos a su aprobación si no es 
modificado. 


Para finalizar, creo que corresponde reiterar alguna apreciación que sobre el fideicomiso para el 
abaratamiento del boleto de transporte urbano que se financió con el aumento del gasoil hice en el plenario y 
en esta Comisión en oportunidad de que nos visitara el señor Ministro de Economía y Finanzas. 


Quiero dejar en claro que el aumento del gasoil lo pagó el interior del país, pero sirvió para subsidiar el 
transporte de la zona metropolitana. Inclusive, cuando el Ministro habla del convenio con la ANEP que 
abarca Montevideo y Canelones, me queda una sensación similar. El país no termina en los bordes de 
Canelones; el país es todo. Insisto: el subsidio del boleto solo "benefició" -entre comillas- al área 
metropolitana. En el interior es muy poca la gente que usa medios de transporte colectivos, pero el aumento 
del gasoil lo pagamos todos en el interior del país, sobre todo con el transporte de carga desde los lugares 
más alejados. Creo que los países que tratan de ayudar a la economía disminuyen el precio del combustible, 
no lo aumentan. 


Insisto: en este sentido, el más perjudicado fue el interior del país; lo dije en el plenario, se lo manifesté al 
Ministro de Economía y Finanzas y creo que correspondía que se lo trasladara también al Ministro de 
Transporte y Obras Públicas. El interior está siendo beneficiado en algunos aspectos pero perjudicado por 
muchas de las decisiones que centralizan el Uruguay; por eso, cuando hablamos de descentralizar, pedimos 
que rutas como las que van desde Paysandú a Tacuarembó sean tenidas en cuenta, porque no son rutas 
radiales, no llegan hasta Montevideo sino que interconectan departamentos del interior, como las Rutas Nos. 
60 y 2. 


Agradezco al señor Presidente que me haya permitido esta intervención. Quizás el señor Ministro dé 
contestaciones ahora, y es probable que otras las envíe por escrito. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- La verdad es que la señora Diputada 
ha hecho una exposición bien seria y precisa y, por lo tanto, voy a hacer el esfuerzo para ser también 
preciso en mis respuestas. Es por eso que voy a elegir por dónde empezar. 


Vamos a comenzar por el artículo 192 que se propone. 


Nosotros conocemos la preocupación que ha existido, relacionada con la ley de seguridad de tránsito, que dio 
lugar a la creación a la UNASEV. Esto pretende universalizar en el país un conjunto de normas que sirvan de 
referencia obligatoria para la lucha contra el tema de la seguridad en el tránsito; tuvo determinadas 
sensibilidades o "desconfianzas" -entre comillas- de parte de alguna Intendencia o de algún funcionario que 
pensaba que fundamentalmente había un afán de avasallar. No es este el sentido. Podemos fundamentar -lo 


hemos hecho en el Congreso de Intendentes- qué es lo que estamos buscando. Procuramos ser realmente 
eficaces en una lucha que vamos perdiendo por lejos y donde hay demasiadas zonas de indefinición, de 
sombra, y donde todavía no hay ningún ámbito responsable de la aplicación. Esto sucede porque las 
Intendencias tienen jurisdicción limitada a sus departamentos y en el caso de otras entidades nacionales 
porque, en realidad, no se define en ningún lado quién es el responsable de la seguridad en el tránsito. Por lo 
tanto, no existen responsables ni normas generales obligatorias en todo el país. Eso redunda en que cada cual 
resuelve el problema como le parece bien, y los resultados son los que todos lamentamos después, y 
seguimos lamentando. Pero en realidad, el tema de la seguridad en el tránsito, que está subyacente, según me 
parece, en el planteo de la señora Diputada, no es el único que tenemos que regular desde el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Si la señora Diputada lee con atención el artículo 192, podrá advertir que 
tenemos otras responsabilidades que tienen que ver con el transporte de carga y de pasajeros, inclusive sin 
referirnos al órgano de contralor, que fue creado con competencias en todo el territorio nacional, sin 
excepción municipal alguna. Este órgano ha hecho imposible que las Intendencias Municipales pudieran 
recurrir contra esas multas que aquel aplica; es un órgano integrado por particulares y el Estado, y que actúa 
en el contralor del transporte de carga. ¿Por qué- Porque está basado en una ley. Pero inclusive, quitando el 
tema del órgano de contralor, existen otras circunstancias, como por ejemplo, un ómnibus interdepartamental 
que no cumple los horarios o los recorridos dentro de la ciudad, o que sale y entra a la terminal a una hora 
inadecuada. Como el Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene la potestad legal, estas son las 
competencias que debe controlar. Y de ninguna manera va contra los ciudadanos ni contra las Intendencias. 
Entonces, este es el sentido de esta disposición. Inclusive, está promovida desde la propia Dirección Nacional 
de Transporte. No está promovida solo pensando en el tránsito y su seguridad. Tal vez eso permita que al 
inspector, frente a una barbaridad que suceda ante sus ojos en una zona urbana, le dé la potestad de actuar, 
porque no se establecen limitaciones. Pero en realidad, nosotros no tenemos ni siquiera los equipos de 
personal suficientes y adecuados para poder sustituir a la Policía Caminera o a las Intendencias Municipales, 
pero tampoco está en nuestro ánimo hacerlo; no es nuestra voluntad. Creo que tenemos que establecer 
normas generales, pero el tránsito deben controlarlo, fundamentalmente, las Intendencias Municipales de los 
departamentos, la Policía Caminera y la Policía en sus ámbitos de jurisdicción. Nosotros no nos estamos 
proponiendo salir a terciar en esa materia. Lo que estamos haciendo es tratar de evitar que nos presenten un 
recurso, por ejemplo, porque multamos a un ómnibus que está circulando fuera de recorrido, o a un camión 
con cincuenta toneladas que esquiva un peaje, un control, una balanza o un equipo inspector en la ruta 
nacional, metiéndose por una ciudad, y rompiendo todo. Esas son las competencias que estamos reclamando, 
y creo que surgen bastante claramente del contenido del artículo 192. 


Inclusive, mis compañeros no me llevan el apunte, y confieso que yo aspiraba a que la disposición pudiera 
incluir una definición que tiene el Reglamento de Tránsito de la Intendencia Municipal de Montevideo. Me 
refiero a la potestad de trasladar, transferir una persona que cumple la tarea de inspección sin expresión de 
causa, y sin afectarlo en su sueldo y sus derechos. Simplemente, por un problema de confianza de las 
condiciones en que está cumpliendo la función: no se lesionan sus derechos, pero se podría sacarlo de la 
función sin expresar razón o motivo. Me han explicado que eso no conviene, que no corresponde, y yo acepto 
que no conviene. Pero sería muy bueno que así se actuara, para no tener que estar permanentemente 
buscando cómo comprobar determinadas conductas que a veces se desvían cuando uno no tiene los 
instrumentos para evitarlas. Sería bueno. Cuando lo aplicamos en la Intendencia Municipal de Montevideo - 
que no sé por qué está vigente- nos dio resultado en su momento. Ahora resulta que lo que nos proponemos 
es algo mucho más modesto: que no haya empresario ni persona alguna que esté en condiciones de presentar 
un recurso porque falta una norma o una ley, cuando el inspector está cumpliendo tareas, cuyo cumplimiento 
reclaman todos los días los vecinos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión pasa a intermedio a fin de cumplir con el quórum necesario 
para que sesione el plenario. 


(Es la hora 16 y 19) 
———Contimúa la sesión. 


(Es la hora 16 y 25) 


Estaba en uso de la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Creo que con lo que hemos 
comentado hasta el momento, queda claro cuál es el sentido del artículo 192. Si los señores Diputados 
pueden afinar la redacción de modo que el artículo quede más claro todavía... 


(Interrupción del señor Diputado González Álvarez) 


Lo que pasa es que nosotros, dentro de las zonas urbanas queremos controlar que los ómnibus pasen y 
que los camiones de carga no pasen por donde no deben. En ese sentido, queremos controlar porque es 
obligación y competencia del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, no para interferir con las 
Intendencias ni para poner una multa por circulación inadecuada o porque crucen con luz roja. 
Frecuentemente, para ir a una terminal de una ciudad, los ómnibus tienen que recorrer calles de la zona 
urbana y ahí es donde se va a determinar si cumplen o no. 


Si se puede realizar el ajuste, no tengo inconveniente porque el sentido es que los inspectores puedan cumplir 
su función. Esto de ninguna manera significa invadir la jurisdicción de la Intendencia Municipal respectiva. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En realidad, el problema está en la zona urbana y suburbana. Creo 
que el Ministerio puede fiscalizar a estas empresas de transporte cuando ingresan a la ciudad y cuando 
salen de ella, a efectos de observar si van por una ruta u otra y si dejan de pasar por un peaje u otro, 
utilizando rutas que no les corresponden. Creo que eso se puede hacer muy bien inclusive en la zona 
suburbana, dejando la zona urbana de exclusión, ya que para los Municipios es una área importante. 
De esta manera, estaríamos levantando nuestra queja sobre la autonomía municipal lesionada. 


SEÑOR ASTI.- Entiendo la defensa de la autonomía municipal que hace nuestra querida colega, pero 
el texto del artículo 192 refiere a funciones de inspección y contralor en servicios de transporte 
colectivo de pasajeros y en transporte de carga. Creo que no se está hablando del control de las normas 
de tránsito. Para tratar de eludir esa objeción desde el punto de vista de la autonomía municipal, 
podríamos excluir las infracciones de tránsito que deberían ser controladas -como decían las 
autoridades del Ministerio-, porque tienen el personal adecuado para ello, por la Policía Caminera y 
los funcionarios de las Intendencias Municipales correspondientes. Quizás el término "transporte 
colectivo de pasajeros' podría estar vinculado a lo urbano, pero podríamos agregar el término 
"interdepartamental" o la expresión "de larga distancia". 


Con estos agregados podríamos encontrar la forma de eludir esa violación aparente de la autonomía 
municipal. 


SEÑOR BRENTA.- Creo que la dificultad no se plantea tanto en términos de jurisdicción geográfica, 
sino de competencias. Son diferentes competencias. La competencia municipal en materia de 
transporte está limitada; la competencia del transporte interdepartamental es claramente del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Por lo tanto, este problema se solucionaría -en esto, nosotros también hemos sido harto celosos de las 
autonomías municipales- haciendo referencia a que el Ministerio tendrá la posibilidad de ejercer sus 
funciones en la materia que es de su competencia: el control de transporte de cargas y el control del 
transporte colectivo -creo que está bien expresado- de pasajeros, excepto los transportes urbanos, que 
claramente son competencia de los Gobiernos Municipales. No admitiría una norma que habilitara al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas a controlar el transporte urbano de Montevideo, porque eso es 
claramente competencia del Municipio de Montevideo. Ahora, lo otro también es transporte colectivo. O sea 
que exceptuando los transportes urbanos y haciendo referencia a las funciones específicas del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, que es el contralor de los servicios de transporte interdepartamentales -urbanos, 
suburbanos o nacionales- y el transporte de carga, me parece que eso salva absolutamente cualquier clase de 
colisión con las autonomías municipales. 


SEÑOR GAMOU.- De repente la solución la dio el señor Ministro cuando hizo uso de la palabra y 
ahora también el señor Diputado Brenta, que lo mencionó. Se dijo: "sin perjuicio y sin invadir las 
competencias de las Intendencias Municipales y la Policía Caminera". Creo que agregando 
exactamente eso quedaría salvado el problema que planteó la señora Diputada Peña Hernández. 


Podríamos agregar "dichas funciones, sin perjuicio de las competencias correspondientes a las 
Intendencias y a la Policía Caminera". Creo que con esto salvaríamos el error. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Podría ser; habría que estudiar el tema. 


En cuanto al control de transporte interdepartamental, las terminales de ómnibus en las zonas urbanas -en el 
caso de los departamentos que cuentan con ellas, creo que todos- cumplen con esa función y pueden trasmitir 
perfectamente al Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuáles son los horarios y si no se está cumpliendo 
con ese requisito que se exige para la adjudicación de las líneas. 


También me preocupa cómo el Ministerio controla el estado de los vehículos de transporte cuando están 
dentro de las ciudades. Creo que ahí es donde tenemos una clara interferencia entre la competencia de los 
Municipios y el Ministerio. La Intendencia Municipal de Montevideo ejerce un control vehicular con 
respecto a frenos, luces y todos los implementos con que debe contar un vehículo de transporte. En tanto, en 
el interior del país, en muchos casos el control se hace dentro de las ciudades, por parte del Ministerio. En 
este sentido, considero que las ciudades, y las zonas urbanas y suburbanas, son competencia real de los 
Municipios y, por lo tanto, el control del transporte de carga y algún otro sistema de transporte tiene que 
hacerse fuera de las ciudades, que para nosotros dependen pura y exclusivamente de los departamentos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Seguramente ustedes van a buscar 
un texto apropiado; pero no crean que para nosotros en esta norma, que seguramente nos ayudaría en 
el cumplimiento de nuestras obligaciones, empieza o termina el mundo. 


El problema es que acá subyacen otros temas, que vale la pena mencionar, aunque no sé si este sea el ámbito 
o la oportunidad para esa discusión. La Ley N* 17.296 -que yo no voté- regula el transporte profesional de 
carga y crea un órgano de contralor, integrado por representantes del transporte profesional de carga y del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, un Consejo en que participan delegados de los sectores público y 
privado. Esta ley establece expresamente la jurisdicción en todo el territorio nacional, sin excepción. Frente a 
determinadas situaciones de malestar que se crearon en algunas Intendencias por parte de los Intendentes - 
porque este órgano funcionaba ahí y no era precisamente la delegación del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas la que promovía la acción, sino los representantes de la Intergremial de Transporte Profesional de 
Carga- nosotros promovimos una reunión entre el Congreso de Intendentes y los representantes de los 
transportistas. La reunión empezó con mucho nerviosismo, pero terminó en que todo sigue igual porque la 
ley, tal como estaba redactada, parece que daba sostén a la aspiración de la Intergremial de Transporte 
Profesional de Carga de fiscalizar aun en las zonas urbanas, frente a la plaza principal, y hasta frente al 
propio edificio de la Intendencia Municipal. Esto estuvo en la discusión, que por momentos fue bastante 
vehemente, entre representantes de los camioneros y de los Intendentes. 


Este es un problema que no debemos ignorar. Nosotros somos partidarios de la modificación de la Ley N? 
17.296, en el marco de un conjunto de iniciativas que hoy mencionábamos cuando hablábamos del 
transporte, porque la legislación en esta materia tiene que perfeccionarse. Ahora bien; eso que existe como un 
fantasma, como una amenaza, porque nos genera dificultades a todos: a los Intendentes, al Ministro de 
Transporte y Obras Públicas, al Director Nacional de Transporte, forma parte de las cosas que debemos 
cambiar. Pero esto que estamos promoviendo tiene una dirección absolutamente distinta, apunta a otros temas 
y lejos está de lesionar ninguna competencia. Lo que pretendemos es complementarnos con los Intendentes, 
porque como administramos los mismos problemas y los mismos fenómenos, somos socios. Y lo somos 
cuando, por ejemplo, tenemos que hacer respetar una terminal; de lo contrario, el particular puede no 
respetarla y pasan estas cosas. Somos socios cuando debemos hacer respetar una ruta para los camiones de 
carga, porque de lo contrario el particular hace lo que quiere. Somos socios en situaciones como las que 
mencionaba la señora Diputada, que hablaba de Solís, del tramo de la Ruta N* 8 que está en la zona urbana y 
tiene jurisdicción departamental, y sin embargo sería bueno que diéramos una mano con el pavimento y el 
alumbrado; ello se procurará hacer, como se procura en muchos lados. Somos socios, porque estos son 
problemas de los Intendentes y problemas del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Entonces, nuestro afán es ese; si ustedes le encuentran la redacción, bárbaro. Y si no, ya les dije: allí no 
empieza ni termina el mundo. A veces a uno le da un poco de bronca porque ve esta situación con impotencia 
y el inspector se desalienta porque nos hacen la gambeta en la nariz y no tenemos cómo actuar: hacen lo que 


quieren, porque en este celo que tenemos, terminamos dejando la brecha abierta para que las cosas se nos 
escapen de las manos. 


Yo no tengo más nada para decir en este sentido; ustedes verán cómo nos pueden ayudar. Sigo con los otros 
temas. 


SEÑORA CHARLONE.- Queda claro que la intención del Ministerio no es vulnerar ninguna 
competencia municipal y que acá el tema no pasa, según yo entiendo -comparto el planteo del señor 
Diputado Brenta-, por lo geográfico sino por la distribución de competencias entre lo municipal y el 
Ministerio. Quizá podamos tener los distintos partidos o quienes integramos esta Comisión diferentes 
visiones, pero las posiciones están claras. Tal vez podamos encontrar alguna redacción que aclare un 
poquito más cuál es el sentido, pero sigamos adelante. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas tenía un convenio firmado con la ANEP en oportunidad de la subasta de la playa de 
contenedores, que representó US$ 17:000.000. La administración de esa subasta se hacía por parte de 
la ANEP, en consulta o colaboración con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. La 
colaboración resultaba difícil. Era una relación difícil. A mí, como Diputado, me tocó compartir la 
Comisión con algunos compañeros y allí vivíamos las idas y venidas porque no se manejaban los 
mismos criterios en la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y en la 
ANEP. Las dos partes entendían que la razón la tenían de un lado y era muy difícil entenderse. Cuando 
llegamos al Ministerio hicimos el intento de ponernos de acuerdo y nos convencimos de que se reiteró 
en la Cartera una reunión similar a la que se tenía en la Comisión parlamentaria. Entonces, nos 
preguntamos para qué seguirnos desgastando en esto. El objeto son fondos para la realización de 
institutos de enseñanza que administra y decide la ANEP. Nos planteamos cambiar el convenio de 
manera que no tuvieran que contar con nuestro visto bueno. La ANEP resuelve y aquellas cosas en que 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas puede ayudar o promover, se pasan a la Dirección de 
Arquitectura, se hacen los proyectos, se contrata la empresa y se realiza la obra. En aquellas cosas en 
las que la ANEP entienda que otro tiene que ser el camino, lo hace la ANEP y no tiene por qué 
preguntarnos nada. 


Se modificó el convenio y a partir de ese momento la ANEP administra esos fondos en función de sus 
objetivos y nosotros ni nos enteramos. Está bien que sea así. Eso no obsta a que, frecuentemente -más cuando 
vamos al interior del país-, se acerquen para hablar con el Ministro y hacernos planteamientos por escuelas, 
escuelas industriales. Nos dicen que necesitan un salón, que una reforma estuvo bien y otra mal, que 
requieren un gimnasio, un salón comunal, esto y lo otro. 


En muchos casos estos convenios se concretan igual, ya no con los recursos de la playa de contenedores sino 
con recursos que salen del fondo de convenios del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, pero siempre 
nosotros reclamamos que la ANEP dé opinión porque yo no soy quién para determinar qué aula tengo que 
hacer. Si la ANEP confirma que esa solicitud de los vecinos y de los padres tiene asidero y nosotros podemos, 
está dentro de nuestras posibilidades, damos un empujoncito. Se buscan soluciones y dos por tres alguna 
satisfacción se cosecha por este camino, pero la ANEP es la que administra esos recursos y la que sigue la 
política en todo el país en materia de edificios de enseñanza y no el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, aunque hay una confusión que a veces llega a los propios docentes. En esta materia, no es el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas el que decide en esta área. 


En lo que tiene que ver con las emergencias de las escuelas, nos habíamos planteado recorrer todo el país 
para asegurar que todas las escuelas del país tuvieran techos que no se llovieran, ventanas a las que no les 
faltaran vidrios y baños que pudieran cumplir su función. Se reunieron nuestros compañeros con las 
autoridades de la ANEP y se hizo una distribución del trabajo. Esa distribución del trabajo no significa 
priorizar Montevideo respecto del interior. Simplemente, la ANEP nos dijo que nos hiciéramos cargo de 
Montevideo y de Canelones y ellos del resto del país porque, a su juicio, tienen una infraestructura más apta 
para atender esa parte del país, mientras que aquí hay un trabajo más concentrado y les parecía que nosotros 
lo podríamos resolver mejor. 


En el primer año se repararon 445 escuelas, en el segundo programa estamos llevando adelante 225 escuelas 
para cumplir con tres condiciones: techos que no se lluevan, ventanas que tengan vidrios y baños que 


funcionen. A veces en esas visitas surgen problemas más graves y el baño no funciona porque falta el sistema 
sanitario o porque el pozo está colapsado. A veces el techo no aguanta más parches: la planchada se rajó 
porque un muro se desplazó. En esos casos las reformas requeridas son más grandes. 


En algún caso -si los arquitectos ven que se le puede hincar el diente-, si existe la posibilidad, se hace la 
reparación. En otros casos nos obligan a recurrir nuevamente a la ANEP para que esta sea la que defina si 
tiene algún proyecto de fondo para esa finalidad u obra a llevar adelante. Si les parece que hay alguna 
solución, por ejemplo por la vía del convenio, se aborda, aprovechando que tenemos ese mecanismo, pero 
depende de los montos. 


Estuvimos en El Carmen hace pocos días y se nos aproximó la Directora del liceo. En un edificio viejo se 
había hecho una reforma. Se había gastado la plata y quedaban las marcas de que se había pintado, pero hay 
rajaduras, aulas que se inundan y carencias de espacio. Nos venían a pedir que hiciéramos alguna reparación 
y que construyéramos dos aulas. No es poca plata. No es fácil resolverlo, pero ahora estamos haciendo la 
gestión para ver qué opina la ANEP y Educación Secundaria y saber qué fue lo que se hizo antes y por qué 
está así, a fin de ayudar. Pero no debemos confundirnos: el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no 
puede sustituir al Ministerio de Educación y Cultura ni al Ministerio de Turismo y Deporte porque, de lo 
contrario, entramos en un entrevero. Por eso yo traté de ser claro en la explicación de cómo se relacionan los 
roles. Yo no quiero decir que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no tenga nada que ver con las 
construcciones en la enseñanza. No me sale del alma decirlo. Creo que todos tenemos que ayudar sobre todo 
a que los edificios de las escuelas y los liceos mejoren, pero tiene que hacerse con un orden. Es decir, la 
responsabilidad está en un lugar, y quien toma las decisiones debe estar en ese lugar y no puede ser sustituido 
porque presuntamente del presupuesto puedo sacar determinado churrasco, para hablar en términos que están 
de moda. Estos son los términos en que queremos discutir. 


Por otra parte, quiero referirme al funcionamiento de los fideicomisos. Hace poco estuvimos en la Comisión 
de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas, conversando al respecto porque, efectivamente, se insiste 
en que esta medida encarece el precio del combustible para la producción y se aplica en beneficio de 
Montevideo, en perjuicio del interior. Las cifras que a esta altura hemos podido recabar -el sistema hace unos 
meses que está funcionando- son bastante firmes. Yo afirmo lo contrario a lo que se dice. Además, he 
recibido de un dirigente, que en el momento que resolvimos aprobar el fideicomiso del gasoil promovió la 
movilización de resistencia de la sociedad uruguaya, un libro en el que de alguna manera reconoce que hubo 
una resistencia a los cambios, pero que los cambios habían resultado buenos, y que esa resistencia a los 
cambios en general se da en muchos órdenes de la vida. El libro describe una situación vinculada a esto, y él 
me manda una dedicatoria diciendo que, efectivamente, había habido resistencia. 


La verdad es que hoy -nadie lo puede desmentir- el gasoil para el sector del transporte de pasajeros es más 
barato que nunca gracias al fideicomiso. Para el sector de transporte de carga también el gasoil es más barato 
que nunca gracias a ese mecanismo. 


Este mecanismo quedó habilitado para el sector agropecuario, dependiendo solo de un decreto, decisión que 
corresponde al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con la particularidad de que el gasoil para el 
sector tiene distinta incidencia en la producción. Por lo tanto, el decreto no lo tiene que resolver el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas. 

En lo que tiene que ver con el transporte de pasajeros y de carga, hoy el gasoil está resultando más barato. 


Además, en un momento de inestabilidad e inseguridad de precios del combustible, existe una certeza de 
precios que evita su incidencia en las especulaciones del precio del boleto. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Quiero saber si entendí lo que afirmó el señor Ministro. 


¿Usted nos está diciendo que, en definitiva, el precio del gasoil, tanto para el transporte de carga como de 
pasajeros, está en cifras bastante bajas, las más bajas de la historia del país- 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Comparativamente, sí. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Sí, en forma comparativa 


Además, dijo que depende de un decreto del señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca que estos 
mismos beneficios se extiendan al sector agropecuario. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Sí. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Quiere decir que con un simple decreto el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca puede lograr que estos mismos beneficios -después de haber hablado años del 
gasoil productivo- se extiendan al sector agropecuario. 


Quería saber si había entendido bien las afirmaciones del señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Dije eso y lo preciso. 


Como se recordará, todo el mundo era partidario de que frente al crecimiento de los precios internacionales 
del petróleo había que buscar mecanismos para que la producción pagara un precio de gasoil diferencial. 
¡Claro! En el primer llamado todos querían estar del lado del precio más barato, ¿y quién se pondría del otro 
lado- Entonces, eso no fue posible y encalló. Seguimos trabajando para buscar un mecanismo diferencial que 
realmente estuviera dirigido a atender las características particulares de los sectores. 


Este mecanismo dio resultado. En primer lugar, se creó ese 1,053, que es la base que alimenta el fideicomiso 
del transporte de pasajeros. Esto se volcó a las tarifas de todo el transporte de pasajeros del país, en función 
de un cuidadoso cálculo y de una ejecución que se realiza mensualmente desde que está funcionando, casi sin 
defecto. Entonces, el gasoil para las empresas de transporte colectivo de pasajeros que cumplen con sus 
obligaciones es más barato que el que se comercializa en plaza. 


En segundo término, se sustituyó el IMESI por el IVA en el transporte de carga, y se habilitó a deducirlo 
hasta un 8,2%, lo que representó que una vez que culminó el trámite parlamentario y se aplicó esta medida -a 
partir del 1% de mayo de este año-, el precio resultante favoreció al flete del país. Este mecanismo no 
encareció al transporte, sino que lo bajó. 


En tercer lugar, este mecanismo se abrió para todos los sectores productivos del país y, desde luego, en 
función de las diferentes incidencias, según el área de producción, que tiene el gasoil en los respectivos 
presupuestos, posibilita dictar un decreto para habilitar la deducción, no en el mismo porcentaje del 
transporte de carga -el 8,2%-, sino de acuerdo con la realidad de cada sector. Por lo tanto, este instrumento 
está habilitado para el sector agropecuario, y lo usará en la medida en que sea necesario. 


En cuarto término, como este problema nace del desequilibrio que existe en la matriz del consumo energético 
del país, en el que a través de un proceso de transferencia inversa de la nafta al gasoil fue fomentando el 
crecimiento del consumo del gasoil en perjuicio del consumo de nafta, se promueve para el sector de taxis y 
remises un fideicomiso de nafta que tendrá resultados similares a los que hoy tiene el fideicomiso del gasoil 
para el transporte colectivo de pasajeros. Se trata de un proyecto de ley que no sé si entró o no. Con esto 
marco la línea general que se siguió en esta materia. 


Este tema está relacionado con la política que hemos aplicado y mantendremos en esta materia. Es decir, el 
transporte colectivo de pasajeros en todo el país, de acuerdo con su participación, ya fue rebajado. Resulta 
que ahora, el 1* de julio, como consecuencia de la incidencia de la rebaja del COFIS, del IVA y de los aportes 
a la seguridad social, será rebajado el precio del transporte de corta, mediana y larga distancia de todo el país, 
incluyendo a todo el interior. El porcentaje se está afinando en este momento, pero será interesante. 


Por otro lado, se ha extendido y funcionan en todo el país las partidas de subsidios para los estudiantes del 
primer ciclo de Enseñanza Técnica y Secundaria. Esta es una política que se realiza sin discriminaciones; se 
realiza en función de la realidad que encontramos en cada departamento. Creo que, a través de estas partidas 
que se transfieren a las Intendencias Municipales para que ellas hagan efectiva la transferencia hacia las 
empresas, se les ha dado un enorme instrumento para que asuman su responsabilidad de regular el transporte 
colectivo en cada departamento, porque debemos asumir que en muchos lugares el transporte es informal, no 
regulado y, por lo tanto, incontrolable e imposible de incluir en cualquier beneficio de este tipo. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- El tema de la producción agropecuaria quedó aclarado, lo que ha 
subido y cómo insume en el costo. También fue muy bien aclarado por parte del señor Ministro que 
ahora dependemos de que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tome conciencia de que la 
producción agropecuaria se ve dificultada por el aumento -una vez más- del combustible. 


Quiero pedir al señor Ministro si es posible que se envíe un listado de cuánto se está subsidiando en el pago 
del boleto, discriminado por departamento, por empresa urbana o suburbana, a qué empresa se vuelca el 
subsidio... 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Tengo dudas de que pueda enviar 
esa información discriminada. Por supuesto que las cifras del subsidio se registran. Tengo dudas de si 
no tenemos alguna limitación, porque son derechos que hacen a intereses particulares; no sé, pero voy 
a preguntar. La información se la voy a hacer llegar, con mucho gusto. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- No creo que tenga problemas en que el Parlamento pueda contar con 
esa información sobre fondos públicos que son volcados a empresas particulares; para nosotros es más 
que importante. 


Hay otra posibilidad que me parece buena -aunque sé que no compete a este Ministerio, pero en los Consejos 
de Ministros se puede tener en cuenta- y es que para evitar que los particulares no usemos gasoil -un 
combustible que debería estar vinculado solamente a la producción del país-, habría que hacer lo que hicieron 
Argentina y Brasil: prohibir la importación de vehículos que consuman gasoil para uso particular. Autos que 
consuman gasoil no se importan más en ninguno de esos dos países. Esa es una buena medida que apunta a 
que se consuma gasoil solamente en sectores productivos, de transporte, etcétera. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Seguramente, en las próximas 
reuniones van a tener la oportunidad de hablar con el Ministro de Industria, Energía y Minería y 
sugerirle esto, aunque ya promovió una serie de medidas limitativas para los vehículos con motores de 
esas características. También van a tener la posibilidad de trabajar con el Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y él les podrá explicar el alcance de esta partida. Seguramente la administración 
que él hace de estos recursos tendrá una explicación. 


Creíamos que era muy importante que quedara claro cuál es la estrategia con que abordamos este tema y que 
los hechos demuestran. No se puede decir que se encareció la producción; no, se abarató la producción. Esa 
es la consecuencia: se abarató el costo de la producción. Lo demás es quedarnos solo en el primer título, y el 
primer título fue superado por los hechos. 


SEÑOR ASTI.- Según lo que decía el señor Ministro, de los fondos de fideicomiso hay una parte 
reservada para aplicar al gasoil agropecuario; de lo contrario estaríamos volviendo a afectar las 
transferencias hechas al transporte colectivo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Eso tendrá que verse; yo no Conozco 
esa parte de la historia. Tal vez el señor Diputado pueda conseguir la explicación que falta. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Sin afán de polemizar, simplemente queremos dejar constancia de 
que no compartimos lo que dice el señor Ministro, en el sentido de que el gasoil para la producción se 
haya bajado. Los únicos que han sido subsidiados son algún tipo de empresa y no la producción 
agropecuaria directa. Este no es el ámbito para discutir este tema pero no quisiera que se dejara 
constancia en la versión taquigráfica de que los legisladores que estamos presentes damos por bueno lo 
que dice el señor Ministro. No es así, pero dejamos por aquí el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Se planteaba otra preocupación por 
parte de la señora Diputada respecto al estado de las Rutas N” 60, N” 12 y del puente angosto. 


La Ruta N* 12 tiene dos tramos: uno en Maldonado y otro en Minas. El tramo de Maldonado está en muy 
malas condiciones. En su momento ese tramo se desafectó como Ruta Nacional y pasó al ámbito municipal, 


junto a otros tramos de otros departamentos. El estado de la ruta no era óptimo cuando se desafectó, sino 
regular. Entonces, es posible que debamos dar una mano. Vamos a tomarlo en cuenta porque ya nos había 
llegado la información de parte del ingeniero regional acerca de que se había deteriorado mucho a partir de 
las últimas lluvias, y vamos a ver cómo podemos repararla. Él nos hablaba de un porcentaje muy alto de 
baches en la ruta, lo que confirma plenamente lo que dice la señora Diputada. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- ¿Así que el tramo de Maldonado está desafectado del ámbito del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas- No tenía conocimiento de eso. 


Estoy hablando del estado de la ruta previo a estas últimas lluvias, así que me imagino en que situación estará 
ahora. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Tenemos la misma información, es 
decir, que está muy mal y vamos a ver cómo podemos ayudar a nuestros socios para solucionar esa 
situación. 


Se desafectan algunas rutas naturalmente, sobre todo cuando hay "bypass", cuando se habilita una ruta nueva 
y una Ruta Nacional queda cumpliendo una función más urbana. Pero, en general, se hace un gran esfuerzo 
para que la ruta que sea desafectada se entregue a las Intendencias en muy buenas condiciones. Un ejemplo 
de ello es el tramo de la Ruta N* 1 en Rincón de la Bolsa donde, inclusive, todavía están faltando algunos 
tramos de iluminación, que se va a realizar por parte del Ministerio y que queda en la jurisdicción de la 
Intendencia Municipal. 


En este caso, tal vez el estado de la ruta no pudiera compararse con la de Rincón de la Bolsa; el deterioro se 
aceleró y tenemos que ayudar. 


Sobre el estado de las demás rutas voy a pedir a la Directora Nacional de Vialidad que nos haga algún 
comentario, sin perjuicio de que como tienen muchos detalles, si fuera necesario, enviaríamos la respuesta 
detallada por escrito. No sé qué información tendrá la señora Directora; la que tenga la va a dar ahora y la 
que no, la haremos llegar. 


SEÑORA GARCÍA.- En general, para nosotros las rutas transversales son realmente muy 
importantes. Para la Ruta N* 26 teníamos una inversión considerable en el plan de obras previsto. Lo 
mismo ocurre con la Ruta N” 30, de la que el señor Ministro hizo una reseña. Como se trata de rutas de 
gran longitud se invierte mucho dinero. En el mismo caso están las Rutas Nos. 11, 12 y 14, que son 
transversales y sobre las cuales tenemos acción. 


En la programación inicial de la instancia presupuestal, que después tuvo sus topes, no estaban previstas 
obras en los primeros años. Recién en el año 2007 se preveía trabajar en Tacuarembó, y está sufriendo una 
cierta postergación. No obstante, el tramo de la Ruta N* 26 entre Paysandú y Tacuarembó está siendo 
incorporado a un contrato de mantenimiento que vamos a licitar a la brevedad. Son contratos de tipo 
rutinario, pero en este estamos incorporando acciones más profundas de rehabilitación del orden de los 
doscientos mil metros cuadrados, lo que equivaldría a unos siete kilómetros pero distribuidos en la totalidad 
del tramo. 


La Ruta N* 26 también fue objeto, dentro de las alternativas de inversión, del Fondo de Convergencia del 
MERCOSUR. En el caso de la Ruta N* 12, está a estudio. 


No coincido con que la Ruta N* 90 esté en mal estado. Diría que está en un estado bastante bueno, excepto un 
tramo que se mantiene con mucho esfuerzo y es el que va de Piedras Coloradas hasta la Ruta N* 25. En este 
momento está trabajando la Regional en las rutas que tienen mayor tránsito, cuando no se desencadenan las 
obras por razones de inversión. La invito a hacerle una visita, para ver si no es perfectamente transitable. 


Por otra parte, las obras previstas en el programa inicial para la Ruta N* 90 eran para el año 2008. 


En cuanto al tramo de la Ruta N* 4, que arranca de la Ruta N* 26, que son unos veinte kilómetros de 
jurisdicción nacional hasta el Paso Andrés Pérez, después del puente la jurisdicción es departamental. Allí, el 


paso sobre el Queguay es muy sumergible, pero hay un montón de pasos sumergibles. Ese tramo es de tosca 
por ser de muy bajo tránsito. Evidentemente, las inversiones tienen que atender a que los costos de operación 
se reduzcan en forma general. Mantenemos ese tramo, pero en principio no está prevista una bituminización. 


El señor Ministro ya aclaró lo relativo al tramo de la Ruta N* 12, que ahora es de jurisdicción departamental. 


Permanentemente se está trabajando sobre la Ruta N” 60. Hacemos inspecciones y controles de esa ruta y 
podemos decir que cumple los índices de servicio. Está bajo un contrato de mantenimiento, pero es una ruta 
sobre la cual hay que estar trabajando en forma permanente para mantener los niveles requeridos. Lo mismo 
pasaba con la Ruta N* 12. 


Comparto la preocupación de la señora Diputada respecto al puente de Minas viejo; en su oportunidad se 
licitó y existe un proyecto de puente y acceso. Por razones de inversión, hace unos años quedó sin adjudicar, 
pero ya está previsto volver a licitarlo este año. 


El tramo de la Ruta N* 8, de Solís de Mataojo, de unos dos kilómetros, es de jurisdicción departamental. 


Estamos considerando el tema de la iluminación. Quiero aclarar que la iluminación en los distintos puntos 
responde a un criterio de atender los lugares de mayor accidentalidad. El Ministerio nos pasa toda la 
información sobre los accidentes y hacemos un seguimiento permanente de manera de poder tomar las 
acciones en los lugares de mayor requerimiento. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Agradezco a la señora Directora por el informe. 


El tema de Solís se debe a que los vecinos de allí prenden ellos mismos las luces porque la iluminación es 
muy mala. Voy a hacer un comentario como usuaria. Se hizo una inversión muy importante en la Ruta N* 
101, que está espléndida, y la Ruta N” 102 también está quedando muy bien. Sin embargo, veo con gran 
preocupación que las banquinas de esas rutas no están hechas en su totalidad. Hay pequeños tramos donde 
estacionan los ómnibus, y es una ruta muy peligrosa por el tránsito de bicicletas, motos y carros. Sería muy 
bueno que se estudiara la posibilidad de hacer un pequeño bitumen para motos y bicicletas, porque es muy 
peligroso. 


SEÑORA GARCÍA.- Ocurre que todavía no están terminadas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Vale la pena comentar que hay un 
importante rubro destinado a medidas auxiliares en la Ruta N” 102. Además, en general se están 
haciendo licitaciones que apuntan al tema de la seguridad, de vías auxiliares y de la iluminación. Lo 
que sucede es que los recursos hay que ir administrándolos paso a paso. 


Si bien la Ruta N* 101 está quedando en condiciones, tenemos algunos problemas de terminación y de 
señalamiento, debido a que esa obra ha sido realizada por una empresa que en los últimos tiempos funcionó 
con muchas dificultades. Inclusive, se maneja que en este momento se ha presentado a concordato, por lo que 
estamos procurando ver de qué manera se puede evitar que eso traiga perjuicios al desarrollo de la obra. Es 
una situación especial, de esas que complican un poco la terminación de los trabajos. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En determinado momento de la sesión me retiré de Sala 
porque una respuesta del señor Ministro me generó una duda y quise comprobarlo. Quiero dejar 
constancia de que la Quinta de Herrera no es propiedad privada, sino del Estado. Fue expropiada en la 
década del sesenta. Eran seis herederos, cinco de los cuales dejaron su parte al Estado y el otro la 
vendió. Esto fue aprobado por un artículo de la Rendición de Cuentas. En el mismo acto se 
expropiaron la Quinta de Herrera y la Quinta de Batlle de Piedras Blancas. 


Como el señor Ministro dijo que se trataba de una propiedad privada, por lo que había que tener cuidado, le 
aclaro que es una propiedad íntegramente del Estado desde la década del sesenta. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Realmente, lo que me dice el señor 
Diputado José Carlos Cardoso me resulta una novedad; por cierto, lo voy a tomar en cuenta. 


En determinado momento, con algunos señores Diputados estuvimos recorriendo la quinta, y tal vez ahí 
surgió lo que originó nuestra confusión respecto a cómo se administra. Estuvimos hablando sobre cómo 
complementar la acción que pudiera hacer el Ministerio, aportando algún recurso, con aportes que pudieran 
reunirse de particulares. Hasta se llegó a detallar el tipo de aportes que podría llegar a incorporarse. De esa 
conversación me quedó la sensación errónea de que se trataba de una propiedad que no era estatal. Entonces, 
si es así, es más fácil. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Tengo algunas dudas sobre el articulado, pero lo plantearemos 
después en Sala. Quisiera saber si para aprobar el artículo 189, que refiere a la habilitación de puertos, 
se necesita una mayoría especial. A mi criterio la necesita y tiene que ser aprobado por la Asamblea 
General. Por lo tanto, pediría a la Mesa que vaya analizando lo relativo a este artículo, porque estamos 
habilitando un puerto. Se podrá decir que ya había sido habilitado en otra ley anterior, en que era 
deportivo. Este va a tener un carácter mixto, porque aquí dice "principalmente deportivo". 


En el arroyo Cufré hay una escollera desde hace muchos años, y en algunos trascendidos de prensa que he 
leído se dice que sería demolida a un costo de US$ 3:000.000. Quisiera saber si eso efectivamente se va a 
hacer y si ese es el costo. 


Quisiera hacer algunas preguntas sobre el dragado del río Rosario. En su desembocadura, hace un par de 
años, un barco que llevaba arena tuvo problemas y cayó casi toda la arena en la salida del río. Últimamente 
me han hecho llegar cartas náuticas -fundamentalmente hechas por los yates argentinos que son los que 
dominan más nuestra zona-; se establece que tiene un metro o un metro veinte de profundidad; no solo es casi 
imposible entrar sino que es casi imposible que salga el agua. Últimamente ha habido grandes crecientes -en 
el mes de marzo hubo unas muy grandes en esa zona-, y como está tapada la salida del río, crece todo el río 
Rosario y el arroyo Colla para atrás, provocando inundaciones que han afectado mucho a la población. 
Quisiera saber si la Dirección Nacional de Hidrografía tiene pensado hacer el dragado de la boca del río 
Rosario, y del río Rosario que es navegable entre dieciocho y veinte kilómetros. Los ríos navegables son 
jurisdicción de la Dirección Nacional de Hidrografía. El dragado del río está siendo muy reclamado por los 
vecinos de la zona, porque dicen que, entre otras cosas, ocasiona las grandes inundaciones que ha habido y 
que en la historia nunca habían sucedido. 


Vinculado al mismo tema, quisiera señalar que se está haciendo un nuevo puente sobre el río Rosario. Al 
respecto, he llamado varias veces a la ingeniera García, pero siempre ha estado ocupada, y a pesar de que he 
dejado mi número telefónico, no me ha podido contestar. En general, se dice que la causa de las inundaciones 
es que están mal hechos los terraplenes. ¿Cómo podemos saber si fue hecho en su momento y bien el estudio 
del impacto ambiental que se debe hacer cuando se va a construir un nuevo puente- Los vecinos, que muchas 
veces saben más que todos nosotros, dicen que las inundaciones son por culpa de cómo se están haciendo los 
accesos. Por lo tanto, quisiera una respuesta técnica con respecto al tema. 


También quisiera saber si va a haber un tren férreo a Conchillas y desde dónde cuando ENCE se instale. Esta 
es una preocupación que existe en mi departamento. Los empresarios dicen que ellos los van a traer por agua, 
pero como hay muchos comentarios, quisiéramos saber cuál es la verdad. 


Por otro lado, quisiera conocer la opinión personal del Ministro acerca de la Corporación Vial. Me gustaría 
saber si el Ministro va a continuar dándole responsabilidades y recursos, o sería mejor para todos eliminarla, 
absorberla por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, por supuesto, por Vialidad, y sacarnos esa 
privatización -o el nombre que se le quiera dar- que se ha hecho en nuestras rutas con un alto costo y con un 
casi imposible control parlamentario de lo que hace. Nos es imposible saber cómo gasta el dinero, cómo 
contrata personal; no tenemos acceso a información de la Corporación Vial. Si todo esto y estos millones 
fueran de Vialidad, sería distinto. Me gustaría saber si el señor Ministro está conforme con la Corporación 
Vial, si va a seguir adelante con este instituto, o en su mente está, en este ejercicio en que es Ministro, 
eliminarla y hacer que vuelvan al Ministerio de Transporte y Obras Públicas los recursos y, por supuesto, las 
obligaciones. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- La Corporación Vial del Uruguay es 
un instrumento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Que usted no votó ni yo tampoco. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Es cierto, tampoco lo voté. Es un 
instrumento que estaba incluido en la Megaconcesión. Nosotros modificamos bastante lo formal, pero 
fundamentalmente el funcionamiento de la Corporación Vial, que es concesionaria de servicios que le 
transfiere el Ministerio de Transporte y Obras Públicas en materia vial; no privatiza. En realidad, la 
Corporación Vial del Uruguay funciona en el derecho privado, pero el 100% de su capital accionario 
pertenece al Estado uruguayo. Por lo tanto, lo que estamos haciendo es utilizar ese instrumento, y creo 
que lo hemos aceitado bastante bien para que cumpla el rol para el cual fue concebida. El rol para el 
cual fue concebida -por lo menos el que nosotros le concebimos- es el de poder captar inversiones que 
no sería posible captar desde el Estado por distintos motivos. Por ejemplo, la emisión de obligaciones la 
hace la Corporación Vial, no la podría hacer el Ministerio y recibir financiamientos externos sin 
afectar el margen fiscal del país. En el inicio de este Período cuando el endeudamiento era tan 
importante en el país, nosotros logramos líneas que se volcaban a la Corporación Vial en función de las 
garantías que daba su sistema de recaudación y que no podía recibir el país directamente porque si no 
hubiera lesionado los márgenes que lo limitaban desde el punto de vista fiscal. Por lo tanto, pensamos 
seguir haciendo jugar este instrumento u otros similares, porque no tiene por qué ser una Corporación 
Vial sola, en la medida en que se desarrolle la posibilidad de captar inversiones para llevar adelante las 
obras de infraestructuras necesarias. En el ferrocarril decimos Corporación Ferroviaria y es el modelo 
similar, y a lo mejor tiene que haber una Corporación Portuaria y tiene que haber entidades 100% 
estatales, 100% uruguayas, que funcionen con las ventajas de la aplicación del derecho privado 
captando inversiones, realizando y promoviendo obras. 


El otro tema es el del ferrocarril a Conchillas. Es cierto que la empresa ENCE en su presentación define una 
importante estrategia de transporte de madera, interesante para el país en cuanto a que alivia el transporte por 
carretera recurriendo al transporte fluvial, desde el este y desde el oeste, desde el litoral noroeste hasta el este. 
Esa es una ventaja y una oportunidad que el Uruguay tiene que tratar de aprovechar. Pero va a haber un 
porcentaje que la empresa estima que va a oscilar entre el 30% y el 40% de la madera que igual va a ser 
transportada por carretera y, si es así, entra perfectamente en la estrategia que hemos definido de aliviar 
nuestras carreteras, cuando los volúmenes lo justifican, desviando por ferrocarril. Además, está prevista la 
posibilidad de algunas conexiones. El asunto todavía no está definido; el tema está muy verde -no sé si 
Gallicchio quiere hacer algún comentario más detallado-, pero del mismo modo que está planteado el interés 
por la construcción del ramal entre Nueva Palmira y la vía férrea que va entre Mercedes y 25 de Agosto, el 
mismo ramal podría ser la línea que uniera Conchillas. Hay alguna otra opción, que es la rehabilitación de la 
otra línea que está desafectada en muchos tramos y que daría la impresión de que sería más difícil rehabilitar, 
pero lo relativo al ramal ferroviario está en el orden del día. 


Con respecto al tema de la escollera de Cufré, creo que hasta hemos hecho llegar información a la Cámara de 
Diputados y a las Intendencias y Juntas Departamentales de San José y de Colonia. Allí se ha generado una 
situación absolutamente artificial porque, en los hechos, del lado de San José se está desarrollando un 
ensanchamiento del lugar precioso que es Puntas de Cufré, que ahora hasta está generando dunas; aunque 
ustedes no lo crean, se están generando dunas en esa área porque se ha acumulado mucha arena. Pero esa 
arena es la que se le está quitando a las playas de Colonia, que van desapareciendo, y empobreciéndose de 
arena rápidamente. Es un daño muy importante el que se ha hecho. ¿Cómo surgió ese daño- A partir de una 
obra que se hizo sin los estudios técnicos previos y luego, cuando estos se hicieron, demostraron y 
confirmaron que era un desastre. Es una obra que quedó inconclusa e inclusive hay cuentas pendientes desde 
ese entonces porque en un momento se abandonó, y nos ha colocado en una de las situaciones más difíciles 
que hemos tenido que enfrentar, porque costó aproximadamente US$ 3:000.000 hacerla, terminarla cuesta 
otro tanto y estiman que arrancar el murallón de piedra implicaría una cifra similar. Entonces, estamos 
hablando de una inversión de US$ 3:000.000 en un lugar que no estaba previsto y que no resuelve ningún 
problema nuevo, sino que acaso -si la embocamos- puede reparar el daño que se está generando, por lo que 
nos da trabajo decidir cómo resolver la situación. 


Inclusive hicimos una investigación administrativa sobre este tema y sacamos conclusiones administrativas 
que hemos puesto en conocimiento de la Justicia por si surgieran responsabilidades de quienes pusieron en 
funcionamiento ese proyecto sin los debidos estudios y trámites. Parece que en realidad todo empezó con el 
sano interés de que algunos barcos deportivos vieran facilitada su circulación en el arroyo Cufré, inclusive 
con la preparación de un atracadero allí, pero terminó en este desastre. Nosotros estamos a punto de tomar 


una definición respecto a cuál de las opciones tomamos; tal vez la definición se incline a retirar el murallón 
que existe. Son piedras grandes y hay que sacarlas del agua, pero eso restablecería la circulación de la arena. 


Mientras tanto, hablamos con el ingeniero Juri -que tal vez haga algún comentario complementario- para 
hacer una especie de "bypass" que arrime alguna arena a fin de ayudar a las playas de Colonia. Pero esa es 
una solución artificial y muy cara, que exige tener medios. Inclusive estábamos valorando si algunas de las 
pocas dragas que podemos utilizar, en determinado momento pueden cumplir una función de ese tipo. 


Solicitaría que el ingeniero Juri hiciera uso de la palabra con respecto al río Rosario y su dragado y que los 
encargados de Vialidad se refieran al tema de la Ruta N* 1. 


SEÑOR JURI.- Con respecto a los dragados que se plantean, en el caso del río Rosario debo informar 
lo siguiente. Está previsto que el dragado de la desembocadura sea realizada en el correr de este año, 
por batimetrías que se disponen y fueron realizados por el SOHMA, que es el Servicio de 
Oceanografía, Hidrografía y Meteorología de la Armada en el Río de la Plata, con el que hemos 
diseñado el proyecto de dragado. 


Con respecto al tema del dragado, quiero decir que cuando ingresamos a la Dirección Nacional de 
Hidrografía, nos encontramos con una flota totalmente abandonada. Diría que se ha hecho una recuperación 
asombrosa de varios equipos de dragado que tenía la Dirección desde hace muchos años; estos se han puesto 
en operación nuevamente, gracias a una labor sumamente eficiente del personal del varadero de Carmelo de 
la Dirección Nacional de Hidrografía. A fines del año pasado empezamos una tarea de dragado importante, 
que va a seguir en el correr de este año. Dragamos con una vieja draga de cangilones recuperada totalmente; 
dragamos el viejo puerto de yates de Colonia y en estos días, con el mismo tren de dragado, acabamos de 
dragar la desembocadura del arroyo San Francisco, en Conchillas, en el Río de la Plata. Esta misma draga en 
los próximos días volverá al puerto viejo de Colonia para ampliar un poco el dragado que se realizó a fines 
del año pasado, y una vez terminada esa tarea va a pasar a la desembocadura del río Rosario para hacer el 
dragado de la barra de la desembocadura. 


Debo aclarar que el río Rosario es navegable y muy frecuentado por navegantes, a tal punto de que hay 
puertos en su interior; es navegable en muchos kilómetros, concretamente hasta puerto Concordia, frente a la 
localidad de La Paz. Además, tiene aún los restos del viejo puerto de Rosario, que tiene una larga historia 
muy significativa para esa zona y, por lo menos a nivel de proyecto, estamos analizando la posibilidad de 
restaurar algo en ese sentido. Estamos realizando la navegabilidad del río Rosario mediante relevamientos, a 
los efectos de detectar si hay algunos puntos que están limitando la navegación, prever el momento oportuno 
para su dragado y, además, revisar todo el balizamiento de la navegación del río que, como todos los ríos 
interiores, es responsabilidad de la Dirección Nacional de Hidrografía. De manera que tenemos un especial 
interés en desarrollar las condiciones de navegabilidad adecuadas en el río Rosario. 


Con respecto a la posibilidad de hacer un trasvase de arena en la escollera del Cufré, también lo tenemos 
previsto. Estamos pendientes de tomar la decisión en el momento en que sea oportuno realizarlo, pero es 
probable que por lo menos para paliar la situación hagamos un trasvase de arena mediante una draga. 
Estamos analizando los costos, ya que es una obra muy costosa y hay que decidir el momento oportuno para 
hacer una inversión o postergarla por otras obras que es más necesario ejecutar en estos momentos. 


Este es el panorama que quería trasmitirles de dragado en la zona costera de Colonia. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Efectivamente, mucho se ha hablado sobre esa escollera. Yo quería 
una respuesta a lo que dice todo el mundo, que se iban a gastar tres millones de dólares para volarla o 
sacarla, porque tal vez se podía recurrir a algún procedimiento, como una chupadora de arena para 
pasar la arena de un lado al otro de la escollera. Esto puede ser más rápido y más económico que sacar 
nuevamente las piedras. Es la consulta que quería hacer porque la gente se pregunta qué van a hacer; 
los trascendidos empiezan cuando no hay una autoridad oficial que dé información. Por lo que ha 
dicho el ingeniero, se buscaría una solución menos costosa y menos traumática, porque sacar las 
piedras de ahí no va a ser nada fácil y volarlas sería horrible. 


SEÑOR JURL.- La solución de la voladura no es factible en ese caso. Las opciones son el retiro, piedra 
por piedra, mediante toda una obra que hay que armar, el trasvase de arena, o las dos cosas, porque el 


trasvase permite por lo menos un mantenimiento provisorio y un mejoramiento de la situación. Por eso 
planteamos la posibilidad de hacerlo; es una solución paliativa y la más económica. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- El asunto es que no hay solución 
fácil. Si utilizamos el mecanismo que el ingeniero Juri está estudiando, hay que tener una draga, 
mantenimiento, e inclusive, el funcionamiento de un mecanismo de bombeo y demás. Se trata de un 
lugar donde la naturaleza funcionaba sin demasiada dificultad, y estamos creando una situación 
artificial para cuyo mantenimiento necesitamos terminar en una solución de inversión. Además, 
siempre va a ser un remiendo. Entonces, es difícil pensar que esa obra pueda mantenerse por 
demasiado tiempo en forma artificial. Estamos buscando alguna solución y hemos hecho consultas, 
inclusive, a técnicos, para ver si se podía cortar una parte, o hacer una isla, pero los estudios, en 
general, no dan garantías de que se repare la situación. Mientras tanto, se va consolidando el arenal y 
las dunas empiezan a ser un obstáculo para los vecinos que antes disfrutaban de la vista del río desde 
sus casas. Es una cadena de problemas que forman parte de una realidad que se generó artificialmente 
en esa zona. 


Le cedo la palabra a la Directora Susana García por el tema de los terraplenes. 


SEÑORA GARCÍA.- El puente de Rosario hace tiempo que está terminado; lo que se está 
construyendo en este momento son los terraplenes de acceso. Está muy cerca del que llamamos puente 
blanco, el actual puente sobre la Ruta Nacional N* 1, en Rosario, y cuando ocurrieron estos registros 
pluviométricos realmente de excepción los terraplenes estaban bastante por debajo de los del puente 
actual. Es decir que mal podrían ser los que crearon un obstáculo. Los dos puentes están muy 
próximos; a los efectos hidráulicos funcionan como una unidad. El puente nuevo tiene una longitud 
levemente superior al puente existente. La ubicación de sus apoyos está basada en un estudio 
hidráulico -realizado en su oportunidad por una consultoría- de manera de no causar interferencias 
entre uno y otro puente. 


No obstante, se crea una situación en los vecinos de cierta inquietud, que recogimos. Ellos llamaron y 
coordinamos con el Ministro para reunirnos; tuvimos un encuentro ayer y habíamos acordado otra reunión 
para conocer la visión de lo que pueden estar sintiendo. Por supuesto, existen los estudios hidráulicos y 
ambientales correspondientes, y cuando se planteó esta situación pedimos a nuestros técnicos que volvieran 
al lugar y tomaran todos los registros de la información pluviométrica disponible. Lamentablemente, en la 
zona cercana hay registros que dan las precipitaciones diarias, no las horarias, de manera que lo que puede 
hacer uno es extrapolar o tomar ciertas situaciones, pero no concretamente lo que se produce en la cuenca. 
No obstante, los registros son de una entidad tal que sin lugar a dudas, como pasó en 2003 -hay un estudio 
específico de la Dirección Nacional de Hidrografía-, están en un período de retorno. Son precipitaciones que 
uno esperaría más de cien o doscientos años de repetición, pero eso es estadística, y puede pasar al otro día. 


El puente nuevo tiene un poco más de longitud y es un poco más alto, porque el puente existente no tiene 
franquía; entre donde llega el agua y el fondo del tablero prácticamente no hay distancia. Siempre se prevé 
una franquía por el choque de troncos o alguna otra situación; y por eso el puente nuevo es un metro y algo 
más alto y los terraplenes están en concordancia. 


No obstante, quedamos con los vecinos que ante cualquier otra situación vinieran con el apoyo técnico que 
ellos entendieran. Por ejemplo, ellos decían que se había corrido el cauce y nosotros tenemos el plano del 
puente existente, de 1928, con el perfil del cauce en ese momento. Además, sistemáticamente y después de 
cada creciente tomamos nuevamente los perfiles del cauce. Es más: hay una socavación del lado de 
Montevideo que está prevista en el contrato de mantenimiento que se va a licitar ahora para que se resuelva. 
El corrimiento no es así; ellos miraban y decían que teníamos razón, porque están las medidas. Entonces, los 
vecinos tienen apreciaciones, que a veces son muy correctas. Las recibimos con todo gusto y estamos 
trabajando en eso, pero en principio diría que no vemos que sea ningún obstáculo para las situaciones de 
diseño del puente 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de volver a dar la palabra al señor Diputado González Álvarez, 
quisiera recordar, para que conste en la versión taquigráfica, primero, que creo que tenemos una 


entrevista más, y segundo, que hay una Comisión de Transporte y Obras Públicas a la cual el Ministro 
es asiduo concurrente y donde se le pueden hacer muchos de estos planteamientos. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Muchas de estas cosas a veces se arreglan por teléfono, pero como 
el teléfono del Ministro nunca me respondió y el de la ingeniera tampoco, no he tenido más remedio 
que venir acá. Yo hubiera preferido hablarlo por teléfono porque es una cuestión de dos minutos, pero 
se ve que su Secretaría nunca les dio mi número de teléfono; yo se los voy a dar después. 


Lo que acaba de decir la ingeniera García me sirve, porque si tenemos en cuenta sus expresiones más la 
reunión que dice que tuvieron en el día ayer con los vecinos, es algo que podemos trasmitir en la zona; si las 
respuestas han sido satisfactorias, el tema quedaría por ahí, pero si no lo han sido, otra vez volveremos sobre 
él. Yo aspiraba a que tuviese una respuesta técnica que llevase tranquilidad a la gente, porque de lo contrario - 
ustedes lo saben- el rumor y la manija comienzan a crecer y después, un buen día, terminan poniendo una 
bomba al terraplén. 


Esta es la constancia que quería hacer. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quiero quitar diez segundos más a 
la Comisión para referirme a uno de los primeros temas que planteó el señor Diputado: la Corporación 
Vial del Uruguay. Él también se refirió a que era difícil el seguimiento y el contralor de lo que realiza la 
Corporación Vial del Uruguay. 


La Corporación Vial del Uruguay depende de la Corporación Nacional para el Desarrollo y está integrada por 
dos representantes de la CND y uno del Ministerio de Transporte y Obras Públicas; rinde cuentas a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo que en esta etapa se presenta, permanentemente, al Tribunal de 
Cuentas con sus balances para ser auditado como corresponde. Por lo tanto, existen los instrumentos de 
seguimiento y de contralor que en este caso están garantizando que esta empresa, 100% estatal que funciona 
en el derecho privado, actúa en función de los objetivos definidos por el propio Estado. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Lo que el señor Ministro acaba de decir es que tiene el contralor de 
legalidad, que hace el Tribunal de Cuentas, pero nunca de oportunidad. El Tribunal de Cuentas nunca 
va a analizar si una cosa estuvo bien o mal hecha desde el punto de vista de la oportunidad y la 
conveniencia, analiza si es legal o no. 


Es decir que para controlar a cualquier organismo no alcanza con el Tribunal de Cuentas y eso el Ministro 
¡vaya si lo sabe! El Tribunal de Cuentas sirve para algún tipo de control, generalmente sobre la legalidad, 
pero para ver si la operativa del organismo es correcta debemos preguntar otras cosas que, si uno las formula 
no las van a responder porque dicen que están en la órbita privada. A menos que el señor Ministro nos 
habilitara a que las preguntas se las formuláramos a él, para que por medio de su delegado nos contestara. Si 
el Ministro habilita ese camino, gracias, pues sería una solución para dar transparencia a lo que no vemos 
nada transparente respecto a cómo está funcionando al día de hoy la Corporación Vial del Uruguay. 


Si el Ministro nos habilita a que le formulemos las preguntas, él las lleve al seno de la Corporación Vial del 
Uruguay y él nos contesta, estaría resuelto, pero que no me mande al Tribunal de Cuentas porque este no 
analiza las cosas que yo quiero saber. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Efectivamente, es una garantía de 
legalidad que en otras épocas no daba, no ofrecía la Corporación Nacional para el Desarrollo, pero 
ahora si la ofrece. 


En lo que tiene que ver con la oportunidad, características y responsabilidad de las decisiones en materia de 
obra, existen todos los instrumentos para que el Poder Legislativo ofrezca su control. Acá estamos nosotros 
haciéndolo en esta oportunidad, venimos cuando las Comisiones nos convocan y existen todos los 
instrumentos para que se pueda cumplir con todos los requerimientos que legítimamente los señores 
Diputados solicitan. 


Respecto a la atención de los teléfonos, es un problema de relacionamiento personal y de amistad. No me 
gusta asumir actitudes hipócritas; no puedo tener una relación amistosa con quien reiteradamente ha 
expresado su falta de respeto hacia este Ministro. Por lo tanto, los instrumentos están en el Parlamento para 
que los señores legisladores, y en particular el señor Diputado González Álvarez haga el planteo que crea que 
corresponde. Y punto. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nunca tuvimos dudas de que el Ministro no iba a responder; no 
sabíamos si había dado la orden a todos los servicios para que no respondieran porque se haya sentido 
molesto por algunas aseveraciones que he realizado; de muchas de ellas no tengo pruebas porque si no 
las hubiera llevado a otro lado, pero las he hecho. Que él no me contestara, vaya y pase, pero que los 
demás servicios no contesten quizás es porque tal vez haya una orden; si existe, ya me dice: "Mire 
González, hay una orden de que nadie le conteste' y yo me ahorro la llamada, aunque ahora son más 
baratas. 


SEÑOR TAJAM.- Solicité hacer uso de la palabra cuando los temas se estaban tratando en otro 
momento, pero de todas formas voy a formular preguntas sobre la ejecución del Ministerio, para que 
también quede constancia en la versión taquigráfica. 


La ejecución del Ministerio de Transporte y Obras Públicas no se puede deslindar del tope establecido en el 
artículo 204 de la Ley N* 17.930; por ahí anda mucho eso de que el Ministerio ejecutó mal -etcétera-, sin 
tener en cuenta el tope de ejecución establecido en la Ley de Presupuesto. 


Si me refiero a ese tope de $ 2.486:000.000, veo que el Ministerio ejecutó muy bien -estamos prácticamente 
en el 100% de ejecución-, dado que la inversión en el Inciso 10 es, por lejos, el mayor porcentaje del gasto. 
Esto por un lado. 


Quisiera saber, cuando hay un tope, cuál es el criterio para definir los gastos y ceñirse a él. Estuve viendo los 
Programas y en algunos de ellos se dice que se cumplió en cierta medida o no se pudo hacer por el tope. Hay 
que reconocer que muchos de los Programas que se resignaron, que se sacrificaron, tenían que ver con las 
obras de mejoramiento del Ministerio, que iba en beneficio de ustedes, de la propia sede de la Cartera. Me 
gustaría saber si hay un criterio con el Ministerio de Economía y Finanzas o queda sujeto a ustedes cómo 
definen, cómo altera el tope, la ejecución en los diversos Programas y proyectos del Ministerio. 


SEÑOR PASADORES.- El crédito presupuestal previsto en la Ley de Presupuesto para el Ejercicio 
2006 es de $ 4.402:000.000. El tope de ejecución que se logró para el Ejercicio fue de $ 2.590:000.000, 
que fue ajustado después de aprobada la Ley de Presupuesto. 


En esa propia ley existe un artículo que establece que el Ministerio de Economía y Finanzas, mediante 
decreto, puede modificar los topes de ejecución en función de la evolución de la existencia del espacio fiscal. 


En cuanto a los criterios, prácticamente tenemos el 54% del plan de obras que habíamos propuesto; se basan 
en la priorización de algunas obras, que va a estar dada por distintos factores que se van a tener que 
considerar. No es antojadizo que se haga una cosa u otra, sino que en cada caso se analiza qué es lo más 
conveniente para la comunidad, qué es lo más conveniente para los vecinos de cada lugar y qué obra puede 
importar más a la comunicación, a la producción y demás. 


En cuanto a la ejecución, es cierto que alcanzamos casi el 100% por el segundo año; por lo tanto, las obras 
que no se hicieron fue por la razón del artillero: no había cómo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Creo que podemos volver al 
principio. Cuando hoy temprano hacíamos la introducción precisamente elegíamos referirnos a la 
diferencia entre Presupuesto quinquenal, el presupuesto que se va decidiendo Rendición a Rendición y 
los topes que se van manejando por parte del Gobierno en función de sus disponibilidades. Nosotros 
decíamos: hemos mejorado; mejoró el Presupuesto; mejoró porque logramos recursos 
extrapresupuestales, pero aun así necesitamos un paso largo, un salto. El país necesita inversiones dos 
o tres veces mayores que las que estamos decidiendo hacer en 2007 y en 2008. Claro, esa es una 
expresión de deseo, pero tenemos que saber que con este nivel de inversión no estamos poniendo a 


Uruguay en primera división; estamos saliendo de un momento de estancamiento, pero estamos 
caminando y creciendo lentamente, y necesitamos dar pasos más largos. Para eso, se necesita más 
presupuesto, más producto bruto, más recursos y más inversión privada para lograr este objetivo. 
Ahora bien, dentro de lo que nos toca administrar, tenemos la satisfacción de que en estos dos años que 
nos ha tocado administrar hemos ejecutado todo lo que disponíamos -y nos lo hemos planteado casi 
como un objetivo permanente-, y lo hacemos en función de las prioridades que se han decidido. Para 
nosotros, tener un más del 98% o del 99% de ejecución se corresponde con una meta que nos hemos 
fijado tanto en el primer año como en este. 


SEÑOR DUARTE.- Queremos manifestar nuestra preocupación porque estábamos mirando con el 
titular de la banca, el señor Diputado Yanes, que en el artículo 101 no se considera la inclusión de AFE. 
En el literal U) que se agrega al artículo 482 de la Ley N” 15.903 se habla de la contratación de bienes y 
servicios y se contempla la situación del Banco de Seguros del Estado, de ANTEL y del Banco de la 
República Oriental del Uruguay. Si bien en Sala, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto informó 
sobre un cambio en la redacción de este artículo, no sabemos si es para la inclusión de AFE o para 
incluir en forma genérica las empresas del Estado que contraten bienes y servicios. 


SEÑOR GALLICCHIO.- Es un tema que hemos acordado en la reunión periódica que tenemos los 
presidentes de entes autónomos y servicios descentralizados. Las empresas públicas que actúan en 
competencia buscan estar en competencia y para eso estamos solicitando la inclusión también de AFE y 
del Correo en este artículo y de todas las empresas que actúan en competencia. Es exactamente así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas 
y de todos sus acompañantes. Hemos trabajado intensamente cuatro horas y sin dudas ha quedado 
clara la tarea realizada por el Ministerio en el año 2006, las que se están efectuando y las que se 
realizarán en el futuro. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 18 y 9) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


